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Señores miembros del jurado calificador:  
En cumplimiento con el Reglamento de Grados y Títulos para la elaboración y la sustentación 
de la Tesis de la sección de Pregrado de la Universidad “César Vallejo”, para optar el grado de 
Abogada, presento ante ustedes la tesis titulada: “El procedimiento regular en los procesos 
disciplinarios contra Docentes de la UGEL 04, año 2017”, la misma que someto a vuestra 
consideración; asimismo la citada tesis tiene la finalidad de analizar de qué manera se 
garantiza la aplicación del procedimiento regular en los procesos disciplinarios contra los 
docentes de la UGEL 04, durante el año 2017. 
 
La presente tesis consta de seis capítulos: el primer capítulo denominado introducción, en 
donde se precisa la aproximación temática, se desarrollan los trabajos previos o antecedentes, 
las teorías relacionadas o marco teórico; estableciendo en dicho capítulo el problema de 
investigación, los objetivos y los supuestos jurídicos generales y específicos. En el segundo 
capítulo se describe el marco metodológico en el que se sustenta la presente tesis, acotando 
que nuestra investigación está enmarcada en el enfoque cualitativo, con un tipo de estudio 
básica orientada a la comprensión, asimismo se desarrolla el diseño de investigación, la 
muestra, las técnicas e instrumentos de recolección de datos, el rigor científico, el plan de 
análisis o trayectoria metodológica, la caracterización de sujetos, el escenario de estudio, el 
análisis cualitativo de los datos y los aspectos éticos.  
Acto seguido, se detallarán los resultados en el tercer capítulo, que permitirán realizar la 
discusión (cuarto capítulo) para arribar a las conclusiones (quinto capítulo) y finalmente 
efectuar las recomendaciones (sexto capítulo), todo ello con los respaldos bibliográficos y las 
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La presente Tesis tiene la finalidad de analizar de qué manera se garantiza la aplicación del 
procedimiento regular en los procesos disciplinarios contra los docentes de la UGEL 04, 
durante el año 2017; y es en virtud a tal objetivo que a lo largo de la presente investigación se 
podrá evidenciar el desarrollo sobre el tema de procedimiento regular, procedimientos 
disciplinarios a Docentes y algunos principios importantes que deben ser tomados en cuenta 
por la entidad administrativa para no vulnerar sus derechos. 
 
Para lograr nuestros objetivos se entrevistó a tres abogados representantes de la Comisión 
Permanente de Procesos Disciplinarios Administrativos a Docentes de la UGEL 04, los cuales 
brindaron información acerca de la forma en que se aplica el procedimiento regular basada en 
su experiencia sobre el tema. Asimismo, se entrevistaron a tres abogados miembros de la 
UGEL 04, y de igual manera los abogados especializados en derecho administrativo, quienes 
efectuaron una opinión acerca de nuestra investigación.  
 
Los resultados obtenidos en las entrevistas fueron sustentadas con nuestro análisis documental, 
así como, con los resultados obtenidos de las investigaciones (tesis y artículos); llegando a 
concluir que se aplica de manera ineficiente el procedimiento regular en los procesos 
disciplinarios contra los docentes de la UGEL 04, ya que los miembros de la Comisión 
Permanente de Procesos Disciplinarios no cumplen adecuadamente con los procedimientos 
esenciales y sustanciales previstos en la base normativa del procedimiento administrativo, sin 
ello no existe el procedimiento regular. 
 









he purpose of this thesis is to analyze how the application of the regular procedure is 
guaranteed in the disciplinary proceedings against the teachers of the UGEL 04, during the 
year 2017; and it is in virtue of such objective that throughout the present investigation it will 
be possible to demonstrate the development on the subject of regular procedure, disciplinary 
procedures to Teachers and some important principles that must be taken into account by the 
administrative entity so as not to violate their rights . 
 
To achieve our objectives, we interviewed three lawyers representing the Permanent 
Commission of Administrative Disciplinary Processes to Teachers of UGEL 04, who provided 
information about the way in which the regular procedure is applied based on their experience 
on the subject. In addition, three lawyers who are members of UGEL 04 were interviewed, as 
well as lawyers specialized in administrative law, who made an opinion about our 
investigation. 
 
The results obtained in the interviews were supported with our documentary analysis, as well 
as with the results obtained from the research (theses and articles); arriving to conclude that 
the regular procedure is applied inefficiently in the disciplinary proceedings against the 
teachers of the UGEL 04, since the members of the Permanent Commission of Disciplinary 
Processes do not adequately comply with the essential and substantial procedures foreseen in 
the normative base of the administrative procedure, without it there is no regular procedure. 
 






















1.1. Aproximación temática 
En nuestra carta Magna “La Constitución Política” en su artículo 40° estipula que en la Ley se 
encuentra tipificado el ingreso a la carrera administrativa, así como los derechos, deberes y 
responsabilidades de los servidores públicos, es por ello que todas las entidades del Estado han 
diseñado dentro de los procedimientos propios de su competencia, uno de carácter 
disciplinario que tiene la finalidad de imponer sanciones en cuanto el servidor o funcionario 
público ha vulnerado sus obligaciones funcionales ya sea por acción o por omisión. En este 
sentido, el proceso disciplinario para docentes tiene por finalidad investigar e imponer – de ser 
el caso- las sanciones que las normas del sector han preestablecido. Este procedimiento 
disciplinario para docentes por ser del sector educación, la relación con el Estado es una 
relación laboral estatal especial, por esta razón, el Estado puede imponer sanciones por las 
faltas que comentan los Docentes al realizar sus funciones, la cual está regulado en la Ley N 
29944 y su reglamento el D.S. N 004-2013-ED, no sólo se encuentra regulado las 
responsabilidades de los Docentes sino también las faltas y sanciones que se le impone si 
incumplen sus responsabilidades, además del procedimiento disciplinario para la aplicación de 
las mismas. Esta sanción disciplinaria tiene por finalidad mantener el orden, la disciplina y 
lograr la eficacia en el servicio educativo. 
Con frecuencia, este marco normativo ha provocado el procesamiento de los docentes por 
diversas infracciones tipificadas en dicho cuerpo normativo; sin embargo, no siempre se 
observan los procedimientos preestablecidos es aquí donde se verifica la eficiencia de las 
autoridades administrativas para sancionar la comisión de las faltas disciplinarias que puedan 
devenir de los Docentes ya que no sólo corresponde de imponer una sanción disciplinaria, sino 
de realizar un razonamiento adecuado a fin de que las sanciones respondan a una determinada 
falta disciplinaria, con el fin de evitar vulnerar de los derechos de los procesados, 
principalmente al derecho fundamental al debido procedimiento tan igual que el debido 
proceso en los procesos jurisdiccionales.  
Las Comisiones Permanente de Procesos Disciplinarios para Docentes las mismas que 
dependen de la Dirección de las Unidades de Gestión Educativa Local tienen competencia 
para conocer los procesos administrativos disciplinarios por faltas o infracciones y sancionar 
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de manera temporal (cese temporal) o definitiva directivo (destitución), al docente y directivos 
de las instituciones educativas a su cargo.  
Las Comisiones Permanente de Procesos Disciplinarios para Docentes se encargan de realizar 
las investigaciones, proponer la incorporación de alguna persona que consideren que son 
responsables o no son considerados en la denuncia, aprobar informes, atender toda solicitud 
que requiera el Poder judicial, Ministerio Público, entre otras instituciones del estado, para ello 
cuentan con 3 miembros titulares que realizan dichas funciones. Sin embargo se tiene en 
cuenta que cada Unidad de Gestión Educativa tiene a su cargo aproximadamente 5,000 centros 
educativos estatales, sin contar con los centros educativos privados, por lo que en cada centro 
educativo se registran infracciones. Entre las infracciones de mayor frecuencia están las 
vinculadas al maltrato psicológico e  incumplimiento de deberes funcionales, donde los 
miembros de la Comisiones Permanente de Procesos Disciplinarios para Docentes deben 
realizar todos los actos referidos a su función siguiendo los plazos establecidos para expedir 
un pronunciamiento final el cual debe contener los principios contemplados en TUO de la Ley 
27444 Ley del Procedimiento Administrativo General y el procedimiento regular con la 
finalidad de no vulnerar los derechos de los Docentes. 
Finalmente, nos planteamos las siguientes preguntas, las cuales servirán como guía para el 
mejor entendimiento de lo que se pretende abordar en la presente investigación, a saber:  
¿Se garantiza de manera adecuada la aplicación del procedimiento regular en los procesos 
disciplinarios contra los docentes en la UGEL 04? 
¿Es eficaz la aplicación del procedimiento regular al momento de instaurar proceso 
disciplinario a los Docentes de la UGEL 04? 
¿Se aplica el debido procedimiento de manera correcta en la potestad sancionadora del estado 






 TRABAJOS PREVIOS  
Tamayo (2004), precisa que los antecedentes vienen a ser los acontecimientos anteriores a la 
formulación del problema, que serán de utilidad para aclarar el problema planteado (p.146). 
Monje (2011, p.67), refiere que para profundizar en el tema de interés es conveniente conocer 
estudios, investigaciones, trabajos anteriores, ya que el conocer un tema que ha sido 
investigado con anterioridad ayuda a no investigarlo nuevamente, es decir la investigación 
debe ser nueva. 
Ambos autores precisan que para los antecedentes se debe realizar la búsqueda de trabajos de 
investigación previos, por tanto, los antecedentes de la presente investigación tienen 
naturaleza nacional e internacional, cabe precisar que no se ha verificado hasta el momento 
estudios anteriores que hagan frente al tema de manera directa. Sin embargo, se han verificado 
estudios que se relacionan con algunas de las categorías que serán materia de análisis.  
Antecedentes internacionales 
 
Paredes (2013), en su investigación realizó un estudio sobre el “Debido proceso 
administrativo: análisis de los procedimientos sancionatorios de telecomunicaciones, 
sanitario y eléctrico” en la Universidad Católica de Chile, como  objetivo planteó determinar 
si los procedimientos sancionadores relacionados con los servicios fundamentales, es decir 
telecomunicaciones, eléctrico y sanitario; cumplen a cabalidad con el del debido proceso, 
donde el autor llegó a la conclusión que es necesario contar con altos estándares para los 
procedimientos sancionatorios con la finalidad de no afectar directamente los derechos 
fundamentales de las personas. Esta conclusión tiene relevancia para mi investigación ya que 
para que el estado aplique sanciones debe basarse en un proceso racional y justo priorizando 
los derechos de los administrados. 
 
Por otro lado Gasnell (2015), hace un estudio sobre el “Acto administrativo y el acceso a la 
jurisdicción contencioso administrativa en Panamá”, para obtener el grado académico de 
Doctor por la Universidad Complutense de Madrid, como objetivo pretende analizar las 
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declaraciones de la administración que pueden tener efectos jurídicos y vulnerar los derechos 
subjetivos que requieran tutela judicial.  La metodología usada para el desarrollo del estudio es 
descriptiva, cualitativa y comparativa, donde se llegó a la conclusión que una jurisdicción 
contencioso administrativa revisora de actos administrativos previos, actualmente, no tiene 
conocimiento de los derechos humanos que conlleva la plena defensa de los derechos 
subjetivos y los intereses legítimos frente a la arbitrariedad de la Administración. 
 
Asimismo, Rocha (2016), elabora un estudio cuyo tema denomina “La motivación del acto 
administrativo”, para obtener el grado de Licenciado en ciencias jurídicas y sociales por la 
Universidad de Chile, como objetivo plantea estudiar los diferentes aspectos que corresponden 
a la motivación del acto administrativo. Se llegó a la conclusión de que la motivación es uno 
los elementos que la doctrina considera como el más formal del acto administrativo, y en la 
resolución administrativa viene a ser los fundamentos de hecho y de derecho.  
 
Escobar y Mejías (2013), en su tema de investigación titulado “Régimen disciplinario Docente 
aplicado en la educación pública Costarricense”, para obtener el grado de Licenciatura en 
Derecho por la universidad de Costa Rica, como objetivo del trabajo de investigación plantea 
analizar las diversas normas que se encuentran dentro del ordenamiento jurídico y los procesos 
que se encuentran en el régimen disciplinario para los docentes en la educación pública 
costarricense, para verificar si se cumplen los principios procesales fundamentales. La 
metodología empleada fue descriptiva, donde llego a concluir que la potestad sancionadora de 
la administración pública se encuentra enlazado a la relación entre los funcionarios y su 
empleador, por lo que el Estado no puede desligarse de tal facultad, debido al fin público que 
implica el sancionar a sus servidores, cuando así lo amerite. 
Antecedentes nacionales 
Vera (2017), elabora un estudio sobre “El procedimiento de fiscalización es el único 
procedimiento regular previo para la válida emisión de la resolución de determinación”, para 
obtener el grado académico de Magister en derecho tributario por la Universidad Pontificia 
Católica del Perú, cuyo objetivo es determinar si la Administración Tributaria puede emitir de 
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manera válida una Resolución de Determinación, sin efectuar anticipadamente un 
procedimiento de fiscalización. Si bien en la citada tesis no se especifica el tipo de enfoque, de 
lo analizado se evidencia que el trabajo de investigación es de enfoque cualitativo. El autor 
concluyó que la Administración Tributaria sólo puede emitir de manera válida una Resolución 
de Determinación siempre y cuando se efectúe anticipadamente un procedimiento de 
fiscalización (proceso regular). 
Chozo (2017), en su investigación denominada “El procedimiento administrativo sancionador  
en las Instituciones Educativas Privadas bajo la aplicación del Decreto Supremo N 04-98-ED 
dentro de la jurisdicción de la UGEL 02”, para obtener el título profesional de abogada por la 
Universidad Cesar Vallejo, cuyo objetivo es analizar si la aplicación del D.S N 04 es 
conveniente en el procedimiento administrativo sancionador de los centros educativos 
privados de la UGEL 02. La metodología usada en el desarrollo del estudio es de enfoque 
cualitativo con diseño de investigación de teoría fundamentada, en el cual se aplicó la técnica 
de recolección de datos los cuales fueron la entrevista, donde llegó a las siguientes 
conclusiones: que la aplicación del procedimiento administrativo sancionador en los centros 
educativos privados no es la apropiada ya que en la actualidad se ha constatado que la UGEL 
02 no impone las sanciones correctas. 
Reyes (2016), cuya investigación se titula “El procedimiento sancionador en la contratación 
estatal y su repliegue ante un proceso arbitral o judicial”, para obtener el grado académico de 
Magister en derecho de la empresa por la universidad Católica del Perú, cuyo objetivo es 
analizar si en los casos de suspensión, el procedimiento sancionador que se impone cumple su 
objetivo o si con la suspensión se desvirtúa la finalidad principal del procedimiento 
sancionador. La metodología que Reyes usa para el desarrollo del estudio será descriptiva y 
explicativa donde se llegó a la conclusión de que la suspensión del procedimiento 
administrativo sancionador se rige por el debido procedimiento administrativo y de que la 
sanción se imponga por la infracción cometida, con lo que se logrará temer la certeza que 
solicita la administración para imponer sanciones y realizar un pronunciamiento contradictorio 




Del valle (2017) cuyo tema denomina “La multa en el procedimiento administrativo 
sancionador en las contrataciones con el estado”, para obtener el grado académico de segunda 
especialidad de derecho público por la Pontifica Universidad Católica del Perú. Como objetivo 
es determinar si es eficaz o no la exigencia de multas en el nuevo sistema de sanciones que fija 
el Tribunal de Contrataciones del Estado. La metodología usada para el desarrollo del estudio 
será descriptiva donde se llegó a la conclusión de que antes la sanción administrativa contra 
los proveedores en materia de contratación administrativa radicaba en la inhabilitación, sea 
temporal o permanente. Ahora bien, la nueva ley impuso la multa como sanción aplicado a las 
infracciones realizadas por los proveedores.  
Guillen (2015), con el tema de investigación “La prescripción de la acción administrativa y el 
cumplimiento de los plazos en los procedimientos administrativos disciplinarios en la Ugel de 
Huancavelica”, para obtener el título profesional de abogado por la Universidad Nacional de 
Huánuco, como objetivo plantea probar que la Prescripción de la Acción Administrativa entre 
los años 2012 y 2013, en la sanción a los profesores de la UGEL Huancavelica se debe a la 
inobservancia de los plazos que se encuentran regulados en el procedimiento administrativo 
disciplinario. La metodología usada es descriptiva y se llega a la conclusión que en el 
transcurso del Proceso disciplinario no se cumple con el plazo para realizar dicha acción, tanto 
para la etapa de la investigación como en la etapa de notificación al docente involucrado. 
Marquina (2014), en su investigación titulada “La prescripción en el proceso administrativo 
sancionador contra docentes, funcionarios y servidores públicos en la UGEL de Chiclayo 
región Lambayeque periodo 2012”, para obtener el título profesional de abogado por la 
Universidad Señor de Sipan, como objetivo plantea analizar respecto a los Planteamientos 
Teóricos, Normas y Jurisprudencia, para adecuar su aplicación y no dejar de resolver los 
procedimientos administrativos que queden en la impunidad respectivos comportamientos. La 
metodología usada es la metodología descriptiva – explicativa. Llegó a la conclusión, que 
evidentemente se verifico un desconocimiento y falta de estudio de los planteamientos 




1.3 MARCO TEÓRICO 
Para Azar y Silar (2014, p.72) un marco teórico está conformado por todos aquellos 
conocimientos e información ya existente y referente sobre el tema a investigar. 
Asimismo, Ramos (2011, p. 116) afirma que todas aquellas teorías que expliquen o den ideas 
relevantes para que el investigador pueda utilizar, se le denominará marco teórico. Además, 
dicha información deberá estar ordenada y relacionada de manera coherente. 
Siguiendo esa lógica, se puede establecer que el marco teórico ayuda al investigador a 
esclarecer las categorías y subcategorías, para facilitar así su investigación ya que al finalizar 
dicha investigación se deberá contrarrestar los resultados obtenidos con el marco teórico. 
Acto administrativo 
Los actos Administrativos son todas aquellas manifestaciones de las Entidades, que, dentro del 
Marco del Derecho Público, estas producen efectos Jurídicos generando derechos y/u 
obligaciones que recaen sobre el administrado, según la Ley 27444 en el Articulo 1. 
Por otro lado, el acto administrativo puede afectar deberes e intereses de los particulares 
dentro de un caso concreto como vendría a ser la potestad que en el ejercicio de sus funciones 
realiza la entidad administrativa. 
Es común que muchos estudiantes de la carrera de derecho comentan el error de creer que el 
acto administrativo como una figura aplicable en la Administración pública, al iniciar un 
procedimiento sobre determinada materia se materializa. Sin embargo se puede afirmar que 
dicho Acto Administrativo solicita necesariamente de una respuesta por parte de la Entidad 
Administrativa. Es decir, el Acto Administrativo recién comienza a generar los efectos 
jurídicos una vez que la entidad se pronuncia al respecto. 
Requisitos de validez del acto administrativo  
Según Sarmiento (2006, p.85) señala que la validez se refiere al beneficio que se puede 
obtener o la oportunidad del acto administrativo para el servicio público, al que se debe referir 
como finalidad suprema de la administración. Cumple un papel superior la anotación del 
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servicio público o de intereses público, el primer punto es incluido a la estructura o forma del 
estado, mientras que el segundo punto nos muestra un concepto eminente social. Lo antes 
mencionado presume que el acto administrativo no puede considerarlo inválido e Ilegal, por 
ende, tiene poder para ejecutarla y puede ser puesta de manera rápida por la propia 
administración o delegar a los organismos competentes de modo expreso. 
Por Otro lado, Dromi (2004) se refiere al Acto Administrativo como la correcta ejecución del 
mismo con relación a los preceptos legales y constitucionales, es decir que totalmente se 
someta al marco normativo actual. La validez es la consecuencia de la correcta adecuación, 
sumisión y cumplimiento en la realización y expedición del acto administrativo a lo que 
requiere y se exige en las normas superiores. Es decir, que un acto administrativo es válido 
según que éste se ajusta correctamente a los requerimientos del ordenamiento jurídico. Puesto 
que, el acto administrativo se considera válido siempre y cuando haya sido emitido bajo los 
correctos requerimientos de las normas jurídicas, es decir cuando su organización manifiesta 
es su totalidad los elementos que son muy importantes. La validez considera que en el acto 
debe existir las condiciones que se solicitan por el ordenamiento jurídico y esto en relación al 
aparato normativo para la producción sea eficaz y valido del acto estatal. (p.56) 
Según Bacacorzo (2001, p.48) los elementos de validez son todo un conjunto de ingredientes 
necesarios para que un acto administrativo sea válido, contrario sensu, la carencia de uno de 
ellos da origen a la invalidez y posterior nulidad del acto administrativo, se considera 
elementos de validez lo siguiente a detallar: 
Competencia 
La competencia se clasifica por razón de materia, cuantía, grado, tiempo y territorio, por lo 
cual un órgano del estado puede ejercer legalmente su potestad o un acto en específico. Dado 
que, ningún agente público podrá realizar su función fuera de su competencia asignada por la 
norma. El limite físico del actuar de las personas públicas y de los órganos; ese ámbito 
espacial establece el ejercicio aprobado de la competencia, se le denomina territorio. 
Por otro lado, Conjunto de facultades que los entes y órganos poseen para dictar un acto 
administrativo. Del mismo modo, ningún órgano de la administración no puede ni podrá 
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ejercer su actividad fuera de los límites que se encuentra establecido en la LPAG, Art.3 
numeral 1. 
 La competencia se puede diferenciar o clasificar en: 
Materia, territorio, grado, tiempo y cuantía, los cuales se detallan de la siguiente manera:  
Figura N°1: clasificación de la competencia 
 
Fuente: elaboración propia. 
Objeto o contenido 
Con la finalidad de satisfacer el interés de los administrados, el órgano o ente administrativo 
podrá emitir un acto administrativo mediante el cual podrá materializar su voluntad siempre y 
cuando los actos que cree, modifiquen o extinga correspondan a lo establecido en la LPAG en 
el Art. 3, numeral 2, es decir, obedezcan a un fin lícito, sean física y jurídicamente posibles, 
sean precisos y estén debidamente motivados. 
 
COMPETENCIA CONCEPTO 
MATERIA Actividad que le corresponde legalmente a cada órgano o 
funcionario. 
TERRITORIO Límite físico o ámbito espacial de los órganos de la 
administración. 
GRADO La ubicación jerárquica del órgano destinado. 
TIEMPO Turno en el que atiende un ente administrativo. 
CUANTÍA Competencia por el monto o valor de los bienes o servicios 




Al emitir un acto administrativo, la finalidad de éste será en intereses de los administrados, es 
decir de carácter público y no personal ya sea directa o indirectamente. Es decir, todo acto que 
genere un abuso o beneficio personal será anulable. 
Motivación 
Todo acto administrativo deberá estar motivado, es decir que el funcionario que redactó dicho 
acto deberá incluir los fundamentos que justifiquen las razones de hecho y derecho por los 
cuales se dictó. 
Procedimiento regular 
Principalmente, definiremos un concepto compuesto ya que nos encontramos ante ello; de un 
lado se encuentra “procedimiento”; y del otro se encuentra “regular”. 
En relación a la definición de procedimiento, encontramos en la LPAG en el Art.29 facilita un 
acercamiento conceptual, al manifestar que es un conjunto de actos y diligencias que se 
tramitan en la entidad, convenientes a la manifestación de un acto administrativo. Desde otro 
punto, la palabra regular viene a ser el cumplimiento por parte del ente, de las fases, de los 
periodos, de los requerimientos los formalismos que se pueden hallar en cada procedimiento. 
Desde entonces se sabe que el acto administrativo es beneficio del juicio del funcionario que 
busca encajar los hechos sugeridos en alcance del principio de legalidad, por ende, para la 
difusión del acto, el funcionario no podrá idear una forma o manera de procedimiento cada vez 
que tiene que desenvolverse de acuerdo a su jurisdicción; de tal manera, se puede negar que el 
procedimiento regular se origina con la ley y es anterior a la presencia del acto administrativo. 
Por ende, se afirma que no habrá acto administrativo sin que no haya previamente un 
procedimiento administrativo para el mismo. 
Para Comadira (2015, p.56), es considerable que el procedimiento regular ejecuta doble 
propósito, por otra parte, forma una garantía para el administrado porque le admiten conocer 
antes de todo como se desenvolverá el procedimiento, así como mostrarse conforme procesar 
24 
 
sus derechos salvaguardados; es un instrumento para la entidad que le permitirá que satisfaga 
las necesidades de los administrados y así sucesivamente, de la misma manera poder ejercer 
en defensa del interés público.  
De tal manera como elemento del acto administrativo es el procedimiento regular, conlleva 
que las solicitudes del ciudadano deben ser llevadas por el debido procedimiento, de no ser el 
caso nos encontraremos dentro “vía de hecho administrativas” quiere decir aquellas 
situaciones materiales de la administración pública que es realizada sin el debido 
procedimiento o con desvíos o defectos esenciales en el procedimiento. 
Según el TUO de la Ley 27444 Ley del Procedimiento Administrativo General señala los 
requisitos del acto administrativo y para ello todo acto administrativo deberá estar conformado 
es uno de los requisitos deberá estar conformado en los alcances del principio de legalidad. Es 
decir, siguiendo pautas y procedimientos establecidos para su validez. Toda entidad deberá 
contar con los mismos plazos, requisitos y formas en los procedimientos administrativos. No 
podrá existir un acto administrativo si previamente a ello no exista un procedimiento 
administrativo que indique las formas y formalidades de este. 
Por otro lado, Ulloa (2013) manifiesta que el procedimiento regular posee una doble función 
ya que en primer lugar el administrado puede conocer desde un primer momento como será el 
desarrollo del procedimiento y a su vez tener conocimiento de sus derechos. En segundo lugar, 
la entidad le será de utilidad ya que le servirá como instrumento para satisfacer las necesidades 
de los administrados y de la misma manera poder actuar en defensa del interés público (p.6). 
El procedimiento regular es un conjunto de actos que son tramitados por las entidades 
administrativas las cuales emiten un acto administrativo, mientras que regular significa 
cumplimiento que deben realizar las entidades administrativas en cuanto al plazo, la forma y 
formalidades que pueden concurrir en cada procedimiento (Ulloa, 2013, p.7). 
Podemos mencionar en el Art. 10 que en la ley del procedimiento administrativo general hace 
referencia a las causales de nulidad por ejemplo menciona; si se transgrede la constitución, 
leyes o normas, omitir determinado requisito de validez del acto administrativo, entre otros. La 
falta de algunos de estos supuestos tipificados se le denomina vicio esencial, por lo que sin lo 
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esencial el acto será nulo. Mientras que la misma ley en el artículo 14° hace referencia por 
ejemplo si el acto que se emite no tiene congruencia con lo referido con la motivación, cuando 
un acto es emitido con escasa o motivación parcial o aquellos actos emitidos sin 
documentación esencial. Si de todo lo mencionado faltase alguno de ellos en el acto emitido se 
considera vicio no esencial por lo que el acto puede motivar enmendar el vicio no 
trascendente.     
Podemos mencionar que en el Art. 10 del TUO de la Ley 27444 Ley del Procedimiento 
Administrativo General hace referencia a las causales de nulidad por ejemplo menciona; si se 
transgrede la constitución, leyes o normas, omitir alguno de los requerimientos importantes de 
validez del acto administrativo, entre otros. La falta de algunos de estos supuestos tipificados 
se le denomina vicio esencial, por lo que sin ello el acto será nulo.  
Los principales vicios del acto administrativo, son los siguientes: 
Figura N°2: Vicios del acto administrativo.  
COMPETENCIA 
 -Incompetencia material.  
- I. territorial. 
- I. por grado. 
- I. por tiempo. 
- I. por cuantía. 
CONTENIDO 
-Contenido Ilícito (inconstitucional, ilegal, contrario a reglamentos, a 
sentencias firmes). 
-  Impreciso. 
- Imposible físicamente. 
- imposible jurídicamente. 
- incongruente.  




 -Desvío de poder por finalidad personal de la autoridad. 
-Desvío de poder por finalidad a favor d terceros.  
-Desvío de poder finalidad pública distinta a la prevista en la Ley. 
MOTIVACIÓN 




- errada (de hecho o de derecho). 
- ilícita.  
FORMA 
-Acto dictado sin procedimiento previo. 
-Acto dictado sin seguir normas esenciales del procedimiento (debido 
proceso administrativo). 
-Acto dictado sin seguir normas no esenciales del procedimiento. 
-Vicio en la exteriorización del acto. 
 
Diferencia entre el “procedimiento regular como elemento de validez del acto 
administrativo y el derecho al debido procedimiento” en la LPAG 
Es necesario ejecutar una diferencia que no es baladi: diferenciar por un lado “el 
procedimiento regular” considerando como componente de autenticidad del acto 
administrativo, y por otro lado, “el debido procedimiento administrativo” considerado el 
derecho del particular al interno del procedimiento. Es preciso, que se señala que la doctrina 
argentina señala que el procedimiento regular incluye una condición fundamental de 
autenticidad del acto administrativo, que compromete que antes al dictado y emisión del 
mismo se realice con los procedimientos fundamentales dispuestos en la base normativa del 
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acto administrativo. Por otro lado, el debido procedimiento administrativo contiene el 
requerimiento del procedimiento regular, y que consigue especial consideración por 
representar adentro del procedimiento administrativo la práctica del derecho constitucional al 
debido proceso. 
Según Comadira (2015, p.62), es importante diferenciar los dos institutos, debido a que la 
relevancia del derecho al procedimiento regular, compromete que las suplicas de los residentes 
sean llevadas del modo previsto por la ley y dentro del procedimiento correspondiente. Es 
decir, se estaría dentro de una manera de “vía de hecho administrativa”,  si en el 
procedimiento regular, como elemento del acto administrativo, las peticiones de los 
ciudadanos no se canalizan por el procedimiento conveniente, por lo tanto, son aquellas 
actuaciones en las que la Administración Pública ejecuta sin procedimiento alguno o con 
alejamiento en el procedimiento. 
Debido proceso 
 Se ha originado que el debido proceso exprese varias declaraciones. Por lo tanto, es 
acreditado en juicio como garantía de defensa, debido procedimiento de derecho, garantía de 
audiencia, forma de proceso, debido proceso formal, derecho de contradicción, proceso 
debido, juicio justo y proceso justo. De tal manera contamos que se procede a examinar el 
origen y naturaleza de las entidades que nos autoricen detallar su origen, su criterio y alcance. 
Origen 
En el capítulo XXXIX de la constitución de Inglaterra del año 1215 figura el debido proceso, 
al indicar que “ninguna persona en buena conducta y con libertad podrá ser arrestado o 
despojado de alguna propiedad que sea dueño, o de alguna otra manera incomodado y no se le 
hará seguimiento, a menos que sea por algún proceso legal de sus pares o por la ley del 
estado”. Con esta mencionada acotación, los varones normados hacen un pare al Rey Juan no 
teniendo tierras le imponen un estatuto del juego limpio, sancionando la injusticia política e 
imponiendo al proceso las extralimitaciones, sometimiento que se tiene desde entonces en el 
«common law» británico.  
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Según Fernández Segado manifiesta que: el Tribunal Supremo ha realizado a favor de la 
defensa de los derechos fundamentales, una serie de principios. En los últimos decenios ello a 
impresionado a la sociedad, quien atribuye como un principio principal el de igualdad, sin 
embargo el tribunal es el máximo interprete en esa época, asimismo el tribunal es quien da la 
potestad de que las personas puedan tomar sus propias decisiones sin ser molestados por las 
autoridades por lo que crea un ambiente de autonomía personal, el cual es protegido 
jurisprudencialmente. Por otro lado añade Carocca que, el debido proceso en el Common Law, 
es un término difícil de precisar, algo extenso de explorar en la justicia en el procedimiento de 
un preciso proceso. En la práctica jurídica anglosajona la importancia consistía en que el 
titular del derecho debía mover el aparato jurisdiccional por propia iniciativa de lo contrario 
sería completamente ilusorio. De tal manera, el respaldo del debido proceso se modificó, con 
el avance tiempo, en el símbolo del respaldo jurisdiccional en sí misma. 
En resumen, Esparza garantiza que el debido proceso deviene del origen y desarrollo 
anglosajón, y que muestra en ella la manifestación inglesa que ha sido interpretada a nuestro 
idioma como debido proceso legal o simplemente debido proceso. 
Naturaleza y concepto 
Esparza menciona que se despoja rápidamente, revisando bibliografías de Norteamérica que el 
debido proceso no posee como características la sencillez conceptual ya que se proyecta de 
diversas formas, pese a ser una institución cuya vigencia viene de muchos años y que sigue 
siendo objeto de estudio a nivel de doctrina y jurisprudencia. Ello ha conllevado a que esta 
institución sea vista como un derecho fundamental, una garantía y un principio del derecho. 
El español Iñaqui Esparza se podría decir que es uno de los partidarios de la naturaleza del 
debido proceso como principio. El estudio del principio del debido proceso se encuentra en el 
grupo de los principios, los cuales se encargan de dirigir los procedimientos propios de cada 
una de las declaraciones de la jurisdicción. De esta manera enuncia una propuesta tan 
innovadora en España como atractivo. El principio del debido proceso es un principio general 
del derecho material y procesal, el cual le corresponde a todos los órganos jurisdiccionales, sin 
embargo corresponde  a  las instituciones jurídicas fijar las limitaciones legislativo y practico. 
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Algunos al considerar el debido proceso como parte general del derecho, ven en este principio 
que es como parte principal para aconsejar todo el mandato jurídico político, el cual utiliza e 
incorpora las normas jurídicas para proteger la sociedad en conjunto. Dentro del debido 
proceso se encuentra el principio de contradicción y publicidad, entre otros importantes 
principios lo cual hace que abarque la totalidad de los principios comunes y específicos del 
procedimiento, siempre que no vayan en contra y se adapten al proceso penal y civil, 
considerando su naturaleza de manera individual. En tanto el debido proceso no requiere de un 
reconocimiento positivo para dirigir y elaborar plenos efectos. Es importante que este 
principio se encuentre reconocido en el derecho positivo ya que es seria como función integral 
del sistema jurídico. 
Por ello no cabe duda de que el debido proceso motiva, y debe ser motivada, todo el 
ordenamiento jurídico político, ya que es la esencia de los derechos fundamentales.  
Debido procedimiento  
Los ciudadanos pueden solicitar en los procedimientos administrativos, las garantías que 
conllevan el debido proceso, con la idea de cuidar de manera adecuada sus derechos ante 
cualquier acto de la Administración Pública que pueda perjudicarlos.  
El debido procedimiento administrativo conforma un principio-derecho que debe ser visto de 
manera obligatoria por la administración pública en cuanto se refiera a procedimientos que 
dirijan la creación, modificación o extinción de un derecho, o cuando se les imponga una 
obligación o sean sancionados. Ello facilita a los administrados derechos y garantías implícitos 
a un procedimiento regular y justo. En esa línea, el debido procedimiento establece un 
principio que dirige el actuar de la Administración Pública en todos los procedimientos 
administrativos, especialmente en los que tiene potestad sancionadora (procedimiento 
administrativo sancionador), conforme lo señala el Numeral 2.1 del Artículo IV del Título 
Preliminar y el Numeral 2 del Artículo 230° de la Ley N° 27444 - Ley del Procedimiento 
Administrativo General. De tal manera, se refiere que el debido procedimiento comprende que 
el administrado tiene el derecho a explicar sus argumentos, a dar y generar pruebas y a recibir 
una decisión motivada y fundada en derecho. El TC y la Corte IDH han reconocido las 
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garantías del debido procedimiento administrativo que se mencionaron en la norma, 
ejecutando una interpretación axiológica de los derechos. 
El administrado tiene derecho a obtener una decisión motivada y fundada en derecho, a ser 
juzgado por una autoridad capaz y competente en un plazo razonable y a impugnar las 
decisiones, a ser avisado, comunicado es decir notificado, a tener la facultad de acceder al 
expediente, a la defensa, a dar y generar pruebas, esto acorde lo disponen dichas Cortes. 
Ley N° 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General. - “Artículo IV.- Principios del 
procedimiento administrativo  
1. El procedimiento administrativo se sostiene claramente en los siguientes principios: (…)  
1.2. Principio del debido procedimiento.- se entiende por este principio a que los 
administrados deben explicar sus fundamentos, a dar y generar sus pruebas y a tener una 
decisión motivada y fundada en derecho. Esta institución se administra por los principios del 
Derecho Administrativo.  
“Artículo 230º.- Principios de la potestad sancionadora administrativa, se  rige adicionalmente 
por los siguientes principios especiales: (…)  
2. Debido procedimiento.- Las entidades suministraran sanciones inclinándose al 
procedimiento que se encuentra establecido valorando las garantías del debido proceso. (…)”. 
El debido procedimiento administrativo constituye el derecho a tomar conocimiento o ser 
notificado, a saber sobre su expediente, a defenderse, a ser juzgado por autoridad competente, 
entre otros derechos. En este sentido las normas jurídicas deben entenderse adecuadamente 
con los principios que emanan de la Constitución Política como norma suprema del 
ordenamiento, lo que compromete actuar de una interpretación expansiva y progresiva de los 
derechos de las personas.  
Fuentes comparadas 
La observación comparada señala que el legislador peruano,  se motivó claramente en el 
Decreto Ley N° 19.549 de Argentina (Ley de Procedimiento Administrativo), el cual señala lo 
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siguiente en su artículo primero: Las normas del procedimiento que se colocaran ante la 
Administración Pública, con excepción de los órganos militares y de defensa y seguridad, se 
acomodaran a las leyes propias actuales y a los siguientes requisitos: (...) f) el debido proceso 
adjetivo, como derecho del interesado que deviene la posibilidad de:  
1) Interponer recursos y hacerse representar por profesionales, plantear sus pretensiones y 
defensa antes de la difusión de actos que describen a sus derechos. El interesado podrá contar 
con representación de un letrado de manera obligatoria cuando una norma expresa lo admita y 
en los casos en que se planteen o debatan cuestiones jurídicas.  
2) Los interesados en compañía de sus profesionales pueden generar prueba y facilitarla dentro 
de los plazos correspondientes para cada caso, advirtiendo a la complejidad del asunto y a la 
naturaleza de la que deba generarse, solicitar y generar informes o documentos que son 
importantes para la demostración de los hechos y de la veracidad jurídica objetiva, finalmente 
sus profesionales pueden exhibir sus alegatos. 
3) Que las decisiones se den de acuerdo a las manifestaciones y cuestiones enunciadas y 
conduzcan al resultado del caso. 
En conclusión corresponde examinar los alcances del derecho al debido procedimiento 
administrativo con la legislación argentina, a fin de entender su regulación en la legislación 
peruana vigente. 
Diferencias en debido proceso y debido procedimiento 
El Tribunal Constitucional consagra al debido proceso tanto como un principio constitucional 
y, por ende, un derecho constitucional, como una garantía de la Administración de Justicia. En 
otras palabras, el debido proceso abarca una serie de derechos necesarios para un correcto 
orden social.La doctrina divide al debido proceso en dos grupos, el debido proceso formal, que 
no es más que formalidades señaladas en la Constitución que se deben cumplir a cabalidad y; 
al debido proceso material, que vendría a ser el espíritu del debido proceso, su razonabilidad 
de ser, su proporcionalidad, equidad, para que de esta manera se establezca un juicio justo. 
(Bustamante, 2000, p. 39) 
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A diferencia de la sede judicial, el debido proceso en sede administrativa no goza de todos los 
componentes que lo conforman, por ejemplo; no existe la cosa juzgada, sino la cosa decidida, 
que puede ser impugnada en vía judicial; no existe necesariamente la doble instancia en todas 
las entidades administrativas.  Salvo excepciones, existen elementos en común entre ambas 
sedes, como el derecho a la defensa, a la presentación de pruebas, plazo razonable, entre otros. 
Es importante señalar que, en nuestro ordenamiento jurídico, la Ley de Procedimiento 
Administrativo General 27444 señala como uno de los principios al debido procedimiento, que 
no es más que el respeto por todos los derechos y principios del art. 139 de la Constitución por 
parte de la administración pública y/o privada. 
El Tribunal Constitucional fundamenta que tanto la administración como la jurisdicción están 
sometidas a la Constitución por lo cual es imposible desconocer los principios y derechos 
invocables del art. 139. (2011, párr. 19) 
Procesos Disciplinarios Contra Docentes   
Los educadores o servidores públicos a nivel nacional que realicen servicios en entidades 
oficiales serán pasibles de que se les interponga el proceso disciplinario, esto lo señala el 
Ministerio de educación según Ley 200 de 1995. 
Esta misma Ley en el artículo 48, especifica que todo organismo estatal con excepción de la 
Rama Judicial debe acondicionar una Oficina que conozca en primera instancia de estos 
procesos disciplinarios que se entablen a sus servidores. 
Consecuentemente, el Gobierno Nacional considera que dentro del control interno se debe 
incluir Juntas Seccionales de Escalafón, ello para la correcta aplicación del régimen 
disciplinario a los Docentes, ya que tienen un régimen especial por ser servidores del servicio 
educativo, ante las cuales se abastecerá la primera instancia; la segunda instancia será 
equivoca por el funcionario que cumpla la nominación en los término de la Ley 60 de 1993. 
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Podemos concluir mencionando que se le aplicara el régimen disciplinario de la Ley 200 de 
1995, en conjunto con las Juntas Seccionales de Escalafón a los Docentes que brindan sus 
servicios en las entidades a nivel nacional. 
Naturaleza jurídica del poder disciplinario 
La Función como docente es similar a la de todo colaborador subordinado, que se somete a la 
facultad disciplinaria del empleador. Facultad que tiene cualquier colaborador para organizar 
eficientemente su empresa con el apoyo de sus colaboradores que cuenta. 
Todo procedimiento expreso que se encuentren regulados en el Reglamento de la Ley del 
profesorado aprobado por el Decreto Supremo 019-90-ED, como la administración pública 
que cumple la función de empleadora en relación del docente, tiene el poder de amonestar 
cualquier fallo o irregularidad que incumplan. 
Es importante esclarecer que la mencionada regla valora dos procedimientos disciplinarios. 
Uno de ellos se muestra en el artículo 123, está discreto para la imponer sanciones leves, y por 
el otro lado, se aplican a las sanciones más graves. 
Las faltas disciplinarias docentes 
Según lo mencionado la sanción que se podría generar de manera directa e inmediata de un 
déficit en disciplina, esto es de alguna contravención de cualquier norma que establecen la 
labor docente. Contrario de lo que sucede con los servidores administrativos establecidos por 
el Decreto Legislativo 276, la Ley del profesorado no se ha estipulado una lista de actos, 
hechos u omisiones que se debe tener necesario, como falta de profesores. 
Puesto que, se podrían tener en cuenta como faltas, a la contravención de alguna obligación u 
compromiso del docente como incumpliese algún impedimento legal y el incumplimiento de 
una incompatibilidad legal manifestada para la labor magisterial. Por ende, todo acto 
inadecuado en cualquiera de los casos para ser sancionada deber ser una acción u omisión 
ilícita y real. 
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Por un lado, la Falta es ilícita si la acción u omisión va en contra de un deber u obligación o, 
por el contrario, un incumplimiento de alguna discrepancia o impedimento que le afecte. Por 
otro lado, La Falta, es real cuando se presenta un comportamiento precisa y comprobable. 
Asimismo, no es factible castigar a nadie por una simple murmuración o suposición. 
Sin embargo, el error puede caracterizar en leves o graves.  Serán Faltas Leves si no alteran 
severamente su función educativa, así como también no ocasionen daños al patrimonio e 
imagen del mismo. Se consideraran Faltas Graves, lo que afecte severamente lo anterior 
mencionado. 
Una falta administrativa docente se calificará según la gravedad considerando las condiciones 
siguientes: 
·        Las formas y circunstancias de su comisión, 
·        Varias faltas en forma continua, 
·        Las consecuencias que genera la falta y  
·        La función que el autor realiza en la falta. 
Por lo demás, se expresa agravante en incurrir en faltas leves. 
Las sanciones 
Previo proceso administrativo y según la agravación del fallo los docentes pueden estar 
inmersos en alguna de estas sanciones a mencionar: 
En primer lugar en el reglamento de la Ley del Profesorado encontramos como una de las 
sanciones leves, a la llamada de atención denominado amonestación, la cual se realiza por 
escrito. Asimismo se encuentra la imposición al docente a realizar un pago económico, la cual 
se denomina multa, puede ser hasta las diez treintavas partes de la Remuneración 
Principal. También encontramos como sanción leve a la suspensión  de hasta treinta días, en la 
suspensión conserva el vínculo laboral pero no su remuneración.  
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Finalmente encontramos dentro de esta sanción a la separación temporal y la separación 
definitiva; la primera consiste en  interrumpir el vínculo laboral por un periodo de hasta tres 
años, donde se suspende la labor del docente así como su pago, pero se mantiene el vínculo 
laboral, la segunda sanción consiste como su nombre bien lo dice en la separación del docente 
del plantel dando como finalizada la relación laboral. 
Desde el objetivo, las tres primeras sanciones mencionadas se pueden considerar 
como Correctivas, es decir se dirigen a corregir el comportamiento del docente. En cambio, la 
última es, en realidad, una Sanción Depurativa, toda vez que tiene la intención de arreglar la 
planilla docente, retirando a ciertos colaboradores que se han hecho deshonroso de seguir en el 
ejercicio docente. 
Proceso administrativo disciplinario para falta leve 
En el artículo 123 del Reglamento de la Ley del Profesorado señala que la imposición de las 
sanciones en el sistema disciplinario leves en docente. El mencionado procedimiento empieza 
a través de la imputación escrita por parte del director del Centro Educativo el cual es puesto a 
conocimiento al Docente a través del Memorándum. 
Una vez que se recibe la imputación, el profesor cuenta con la potestad de crear su alegato 
escrito, cuenta con quince días hábiles.  
Culminado los quince días, todos los hechos que fueron denunciados, se pronunciaran 
mediante una resolución la cual contendrá la sanción que corresponda, si se verificó que el 
profesor tenga responsabilidad. Pero otro lado, debe tramitar una resolución exculpatoria, que 
delegue archivar el proceso. 
De tal manera, el Comité de Evaluación, quien está a cargo el  director del Plantel y por un 
Directivo así como por un profesor, tendrán la labor de la acusación de los cargos, la 
averiguación concerniente e imponer una sanción, para lo cual están facultados de acuerdo con 




El proceso administrativo disciplinario especial 
El mencionado proceso esta direccionado a las sanciones más graves como son la Suspensión, 
Separación temporal y Separación Definitiva, como efecto de la comisión de faltas graves. 
Por tal razón esta función le compete y encabeza el diligenciamiento de las mismas  la 
Comisión Permanente de Procesos Administrativos, con el fin de calificar las denuncias, 
averiguar los hechos y, por ultimo advertir la sanción que compete, según la gravedad de la 
falta. 
Efectos de las sanciones disciplinarias 
Las sanciones son desprestigio. Y, por ende, deben escribirse, de oficio, en la ficha 
escalafonaria del docente. 
Prescripción de las Sanciones. Prescriben de manera automática a los 5 años sin mero trámite 
o alguna resolución, sin embargo las sanciones de separación definitiva e inhabilitación 
profesional, están excluidas en este supuesto. 
La prescripción de la sanción, comprende la anulación por entero de su consecuencia, ello 
quiere decir que lo anterior no afectara la evaluación efectiva del docente. 
Rehabilitación Profesional y Social. Cuando un Docente es amonestado de manera arbitraria, 
puede solicitar su rehabilitación en todo lo que se haya visto afectado ante las autoridades 
competentes  y estas deben acceder, esto incluye el salario que dejo de recibir. 
Al culminar la sanción del profesor, el director del Plantel debe comunicar a quien 
corresponda que el docente que fue apartado por un tiempo, retomara su cargo al plantel de 
estudios, ya que es su derecho.  
Cuando a un docente se le haya sancionado con alejamiento temporal, definitivo o la 
inhabilitación, y solicita su cese, esto no exime de que el estado le otorgue la pensión que le 
correspondería, siempre que junte los condiciones para ello. 
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Características del Proceso Administrativo Disciplinario 
Para Mory (2002, p. 158) hay rasgos existentes en los diferentes tipos de proceso de 
investigación. Es decir, cualquier investigación, ya sea policial, fiscal, acción de control o de 
carácter jurisdiccional tienen como objetivo la defensa o reconocimiento de derechos de una 
persona con respecto a la otra, a intereses de terceros o incluso, a los intereses del Estado.  
En otras palabras, el proceso disciplinario guarda relación con la conducta humana al respecto 
de un patrón o patrones de comportamiento que son exigidos por el Estado y que, al 
incumplimiento de alguna de esas conductas, generaría entonces una sanción por parte del 
administrado infractor. Para que dicho procedimiento sea válido, deberá tener las siguientes 
características: 
- Deberá ser necesaria que exista una imputación. 
-  Es necesario que el agraviado o denunciante debe identificarse. 
- Debe existir una resolución fundamentada por parte del ente o funcionario acreditado para 
que el proceso sea válido. 
- La resolución que ordenase abrir un procedimiento administrativo no es impugnable. 
- Inclusive no es necesaria una relación laboral vigente para abrir un proceso administrativo 
disciplinario. 
- La comisión de procesos administrativos disciplinarios es quien está a cargo de la 
investigación. Además, dicha comisión gozará de independencia mientras esté en ejecución de 
sus funciones. 
- El proceso Administrativo Disciplinario es Sumario, está sujeto a prescripción y su 
presentación será mediante el papel escrito. 
- La comisión de procesos disciplinarios deberá emite su descargo final, luego el titular de la 




La Ley general de educación el profesor es una pieza importante del procedimiento educativo 
y su trabajo es de cooperar en el crecimiento de los estudiantes en todos los aspectos del 
crecimiento humano. su cargo es la duracion en la profesión impecable de docente que 
requiere al maestro vocación, capacidad moral, bienestar físicamente y mentalmente que cuide 
y no motive a estar en peligro los estudiantes. Las funciones que tiene que cumplir es 
organizar, practicar y revisar las acciones que afirmen el resultado de la enseñanza de los 
alumnos, como es laborar en la obediencia de los reglamentos institucionales de coexistencia 
en la comunidad educativa que constituyen. 
En las instituciones del estado el profesor desenvuelve profesionalmente torno a una carrera 
pública docente y entiende el correspondiente escalón. La entrada a la carrera se ejecuta a 
través de concurso público. El subir cada escalón buscando una mejora y permanecer a raíz del 
sistema de evaluación que se dirige por los juicios de formación, competencia profesional, y 
una buena calidad de trabajo. 
Deberes de los docentes como Administrados 
En la ley de procedimiento administrativo general en su Art. 55 señala que tiene como 
finalidad reconocer con carácter pedagógico e informativo los derechos de los administrados 
frente a las entidades de administración pública.  
a) La prioridad en la atención del servicio público que solicita, conservando severo mandato 
de ingreso 
Para Brun (2006, p.106) manifiesta que este derecho radica en atender y decidir de los 
expedientes según con el mandato de llegada, es decir “primero en el tiempo, primero en el 
derecho”, este derecho garantizará a que se le atienda primero a quien corresponda según el 
orden de representación, pero no su resolución. Este derecho garantiza al administrado a poder 
exponer la queja cuando el orden se altere si el encargado administrativo decide solucionar 
ante otro expediente que haya sido expuesto de manera posterior. 
b) El personal de las entidades deben atender con mucho respeto y consideración, 
considerando a todos los administrados con igualdad.  
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La administración pública deberá estar al servicio del ciudadano, deberá tratar a los 
administrados con respeto y cortesía además de comunicarse usando un lenguaje claro, sin 
errores. Asimismo, la información emitida por la Institución no deberá ser ambigua, ni 
dificultará el entendimiento de ésta. Para ello es necesario la simplificación tanto en los 
procedimientos administrativos que reducirán los trámites burocráticos y ahorrarán tiempo al 
administrado y; por otra, la simplificación del lenguaje tanto lexical como sintáctico, un 
lenguaje simple de entender respetando la estructura lógica del contenido. 
c) Acceder en cualquier momento a la información que se encuentra en sus expedientes.  
De igual manera podrán tener en su poder copias de los diferentes documentos en los cuales 
sean partes pagando el costo que corresponda. La finalidad es asegurar la transparencia y el 
derecho a la información. 
Asimismo, Gordillo (1986, p.50) manifiesta que caso contrario, al estar frente a un 
procedimiento secreto que aplique sanción, se vulneraría el derecho constitucional al debido 
proceso y el derecho a la defensa como también los principios legales establecidos. 
Imposibilitando al administrador a tomar conocimiento cuando la institución reúna las pruebas 
de la supuesta infracción y no pueda hacer uso a su derecho a presentar un descargo 
correspondiente. 
d) Acceso a la información sin costo alguno por parte de las entidades públicas relacionadas a 
sus competencias, fines, funciones 
Cualquier información relevante para el administrado como el horario de atención, 
organigrama, dependencias, procedimientos, etcétera deberá ser brindada por la Entidad de 
manera gratuita y visible, con la finalidad que todos puedan interactuar con dichas entidades.  
e) A que se les informe la naturaleza de los procedimientos de oficio. 
En los procesos emitidos por oficio, será necesaria la información precisa y oportuna, además 
de información adicional complementaria para darle la oportunidad al administrado de poder 
acceder a su derecho a la defensa. Como, por ejemplo, conocer la naturaleza del 
procedimiento, conocer el alcance de dicho procedimiento, los plazos estimados de duración, 
sus deberes y derechos.  
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f) Al cumplimiento de plazos y a exigirlo en las autoridades 
Este derecho guarda relación al principio de celeridad del procedimiento, cuya finalidad es 
interponer quejas y denuncias que correspondan al fin que la entidad cumpla con los plazos en 
los procedimientos establecidos 
g) Ser favorecidos por el organismo para garantizar el cumplimiento en sus obligaciones 
Garantiza 
La administración deberá proveer mecanismos que garanticen asesoramiento continuo a los 
administrados para que puedan cumplir sus deberes en el proceso. Como informar cambios en 
dependencias, horarios de atención, a cómo llenar formularios, consultas de expedientes, todo 
aquello que sea de relevancia para el procedimiento administrativo que lleve el administrado. 
h) la identificación de las diferentes autoridades y del personal que tramita el procedimiento 
administrativo de su interés. 
La entidad deberá garantizar obligatoriamente la identificación de las autoridades y personal 
que estén relacionados al procedimiento del administrado. Deberán identificarse con el carné 
de identificación, a la hora de firmar documentos, etcétera,   
i) A exigir responsabilidad  
Los administrados podrán exigir responsabilidad tanto a las entidades y personal 
correspondiente siempre y cuando corresponda legalmente haciendo uso de los instrumentos 
procesales establecidos en la ley. 
Potestad sancionadora del Estado  
La potestad sancionadora es tal facultad de la administración pública de implantar castigos en 
relación a un procedimiento administrativo, comprendiendo que la sanción administrativa 
como aquella que no favorece ser infligido a un administrado en la relación de un mal 
comportamiento, con el fin represora, aprobando la sanción en la privación de un derecho o 




En el Perú, las sanciones de las entidades públicas son establecidas por el Derecho 
Administrativo. En mención, la referida aprobación el reconocimiento expreso no se ha visto 
traducida a nivel de la norma constitucional, ya que el Tribunal Constitucional ha referido que 
las sanciones que se impongan a los administrados deben estar en conformidad con los 
principios constitucionales y los derechos fundamentales, de ello depende su validez.  
De manera adicional, en la jurisprudencia comparada es posible identificar varias razones de 
que fundamentan el actuar de sancionador de la administración, interpretando lo recogido en la 
constitución:    
El interés de no sobrecargar la administración de justicia de temas de mínima agravación. 
El interés de abastecer de una mejor validez al aparato coercitivo relacionado de lo ilegal en 
menor cuantía. 
El interés de una mayor inmediación del ente sancionadora en relación a las sancionados.  
Los diferentes órganos de la administración pública, según la doctrina tienen la facultad de 
imponer sanción, lo cual se podría considerar como un beneficio que tiene su competencia o 
en otras palabras un poder natural, esta facultad puede ser usada para reprimir cualquier 
perturbación o alguna conducta que vaya en contra del orden jurídico. Esto sucedería si se 
observa o reconoce de manera expresa la normal constitucional. 
Por otro lado, desde el punto general Ley del Procedimiento Administrativo General el 
Capítulo II del Título IV, establece una serie de principios que deben ser observados al 
momento de aplicar el procedimiento sancionador, puesto que sirven de garantía a los 
administrados y de guía a los que instauran los procesos, considerando como un procedimiento 
especial.  
Potestad sancionadora disciplinaria  
El estado puede ejercer el control sobre un servidor público y que este sea sancionado por 
cometer faltas disciplinarias en el ejercicio de sus funciones. El estado sanciona las conductas 
u omisiones que vengan de los administrados o servidores que contravienen los deberes, 
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responsabilidades y prohibiciones, observando en todo instante el debido procedimiento. 
(Alcocer, 2016, p.3). 
La norma que regirá al régimen disciplinario para el empleado o servidor público será al 
régimen laboral al que pertenezca. Los Directores de los centros educativos pueden dictar 
sanciones a los profesores a los Docentes de que realicen labor de enseñanza en el aula, los 
que realicen labor pedagógica y a los sub directores de su plantel educativo, ya que es la 
máxima autoridad y debe contar con las dichas facultades, a excepción de aplicar las sanciones 
de cese temporal o destitución. Todo lo mencionado se encuentra recogido en la Ley de la 
Reforma Magisterial, Ley N°29944 y su Reglamento aprobado por Decreto Supremo N.° 004-
2013-ED, Ley N°28044, Ley General de Educación en sus artículos 55. 
Principios de la potestad sancionadora 
En el Art. 230° de la Ley del Procedimiento Administrativo General detalla los principios de 
la potestad sancionadora y se encuentra tipificada, son los siguientes: 
Principio de legalidad 
El TC manifiesta que no se le puede presumir una falta ni administrar una sanción 
administrativa cuando no esté tipificado en la ley, por lo que existe una exigencia de carácter 
formal siempre y cuando una norma con rango de ley exija su cumplimiento y; una exigencia 
de carácter material cuando se pueda presumir responsabilidad en un caso concreto. 
Las autoridades deberán actuar con respecto a la Constitución, a la ley y al derecho con la 
finalidad de garantizar al funcionario a responder por las faltas infringidas expresamente en la 
ley. Dicho principio consta de tres elementos los cuales son; la legalidad formal por lo cual se 
deben someter al procedimiento y a las formas ya establecidas; a la legalidad sustantiva; que 
limita la actuación del contenido de materias dentro de su competencia, y; la legalidad 
teleológica obligando el cumplimiento a los fines que el legislador considere pertinente. 
Para Morón (2006, p. 650) el principio de legalidad envuelve a los administrados a exigir que 
la administración se sujete al funcionamiento de las normas legales preexistentes, garantizando 
un correcto cumplimiento de derechos como son la competencia, forma y motivo. 
43 
 
Principios del debido procedimiento 
Como fue mencionado líneas arriba, el debido procedimiento abarca toda una serie de 
derechos que impiden que el administrado se quede en estado de indefensión. 
Principio de razonabilidad 
Para Pérez (2008) este principio es parecido con la proporcionalidad ya que las autoridades 
deberán prever que la sanción interpuesta al administrado sea más drástica que cometer la 
infracción.  
Principio de tipicidad  
Corresponde a la administración impedir que se abra una investigación disciplinaria de forma 
caprichosa a los administrados que no se encuentre debidamente tipificado en la 
reglamentación vigente. 
Asimismo, el TC consideró a la tipicidad como un subgénero del principio de legalidad, toda 
vez que exhortan al legislador a que detalle su fallo con un nivel entendible y preciso que 
garantice su entendimiento ante cualquier ciudadano. 
Principio de irretroactividad 
Para Mestre (s/f) este principio corresponde a invocar las normas sancionadoras vigentes al 
momento de establecer una determina infracción administrativa, con la única excepción que, 
similar a su contraparte en el ámbito penal, se podrá aplicar una norma posterior cuando sea 
más favorable al administrado. 
Por otra parte, el Decreto Legislativo N° 1272 en el artículo 2, modifica los criterios sobre los 
cuales se puede configurar la excepción al principio de irretroactividad respecto a la infracción 





Principio de concurso de infracciones 
Para Nieto (2005, p. 519) cuando el administrado infringe en más de una prohibición 
administrativa y, por ende, acarrea más de una sanción, en la teoría se puede aplicar dos 
posturas; la primera, es seleccionar la sanción más grave entre todas las cometidas por el 
infractor y; la segunda, que es escoger la falta más grave y agravarla o intensificarla, pero sin 
que la suma de las sanciones sea igual o menor que la falta agravada. 
En nuestra norma jurídica, se ha preferido por la postura de absorción de sanciones, es decir, 
seleccionar la sanción más grave entre todas las cometidas por el infractor según el artículo 
246 numeral 6. 
Principio de continuación de infracciones 
Para Gallardo (2005, p. 240) para imponer sanciones a un administrado por alguna infracción 
cometida en forma continua se requerirá que como mínimo hayan transcurrido 30 días hábiles 
desde que se haya impuesto la última sanción y acreditar que se ha solicitado al infractor 
demostrar el cese de la infracción dentro del plazo mencionado. 
Asimismo, Gallardo manifiesta que la conducta ilícita del administrado no recae solo en un 
acto aislado, sino es toda una serie de actos continuos y reiterados en el tiempo por el 
administrado, es decir, una repetición de actos en un plazo de tiempo determinado. (2005, p. 
240) 
Principio de causalidad 
Para Nieto (2005, p. 417) este principio obedece al carácter personal de las sanciones, es decir, 
quien haya cometido la infracción ya sea por comisión u omisión deberá responder por sus 
actos. Por lo que, para que reciba una sanción se deberá demostrar que los actos no fueron 





Principio de presunción de licitud 
Según Nieto (2005, p. 418) este principio obedece a la presunción de inocencia, por la cual 
deberán observar este principio y conjeturar que todos los administrados han actuado 
conforme a ley hasta que no se demuestre lo contario todos los administrados están sometidos 
a sus deberes y responsabilidades. 
Principio non bis in idem 
El TC ha establecido que el principio de non bis in ídem guarda relación al derecho del debido 
proceso, específicamente a no ser juzgado o sancionado administrativamente dos veces por el 
mismo hecho y fundamento. 
Procedimiento administrativo disciplinario  
Para Morón (2006, p.25) el proceso administrativo disciplinario es un conglomerado de 
diligencias y actos que son tramitados ante entidades, ya sean públicas o privadas, que guíen a 
la creación de actos administrativos que, a su vez, produzca efectos jurídicos sobre una 
persona o un grupo de personas. 
Según Alarcón (1997, p.197) el Procedimiento Administrativo Disciplinario es una de las 
muchas variantes del Procedimiento Administrativo que pertenecen al Derecho 
Administrativo, el cual se encuentra regulado por la Administración Pública. 
Asimismo, Bolaños (2006, p.75) señala que el poder disciplinario no es más que la autoridad 
de un patrón que vendría a ser el Estado, quien sancionará aquellas conductas de sus 
empleados que infrinjan deberes, responsabilidades o prohibiciones en el cumplimiento de sus 
labores. 
Es preciso señalar que el Procedimiento Administrativo Disciplinario conlleva dos etapas, la 
indagatoria y la comprobatoria 
Por otro lado, el Tribunal Constitucional (2000, exp.195, p.3397) ha manifestado que el poder 
disciplinario es el medio por el cual, la administración obliga a sus agentes a cumplir con sus 
deberes específicos, teniendo en cuenta que las sanciones más graves deben ser aplicables al 
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base del debido procedimiento, es decir la pluralidad de instancias, el derecho a la defensa y la 
motivación resolutoria.  
Es por ello que Mory (2002, p. 150) manifiesta que todos los individuos que trabajen dentro de 
la administración poseen derechos y deberes que deberán realizar a cabalidad, ya que el 
incumplimiento de éstos acarrea una sanción por parte de la entidad, ya que dicho acto 
negativo genera una ruptura en la relación laboral, afectando así el orden institucional y 
deteriora la imagen institucional frente a la sociedad. Es importante resaltar que el 
administrado a quien le imputan la falta deberá formular todos los descargos correspondientes 
que éste considere necesario para ser escuchado debidamente, haciendo valer así su derecho a 
la defensa. 
Régimen disciplinario del servicio educativo  
Según Jimmy citado por Alcocer, (2016), pueden realizar los funcionarios públicos en 
ejercicio de su función los regímenes disciplinarios que vienen a ser las normas que son 
brindadas por el estado las cuales verifican los hechos. (p.4). 
Cabe recalcar que existen dos tipos de servidores:  
-Los servidores comunes o administrativos lo cual es adaptable al régimen disciplinario de la 
Ley de Bases de la Carrera Administrativa (D.Leg. N° 276) y su Reglamento (D.S. N° 005-90-
PCM), y por la nueva Ley del Servicio Civil (Ley N° 30057) y su Reglamento (D.S. N° 040-
2014-PCM) 
-Los educadores especiales o educativos que llegan a ser los docentes, ellos se rigen a un 
régimen disciplinario especial, el cual es la Ley de Reforma Magisterial (Ley N° 29944) y su 
Reglamento (D.S. N° 004-2013-ED). 
La labor que desempeña todo docente es similar al de cualquier trabajador que depende de 
alguna empresa, que se somete a la facultad disciplinaria de quien contrata. facultad que tiene 




La función que desempeña la administración pública es la función de empleadora en relación 
del educador, cuenta con la facultad de amonestar toda irregularidad que incumplan, en tal 
efecto, en el Reglamento de la Ley del profesorado aprobado por el Decreto Supremo 019-90-
ED lo señalan expresamente.  
Derecho comparado 
Colombia 
En el Articulo 209, señala que el derecho disciplinario en dicho país ha sido determinado 
como un sistema normado en búsqueda de avalar el adecuado desempeño del Estado, sobre 
todo la función pública por parte de sus agentes con apego a lo legal, a lo igual, a la moral, 
transparencia, entre otros principios, constitucional y, el cumplimiento de comportamientos 
morales aprobados que simpaticen por la falta de cumplimiento estricto de sus fines 
esenciales. Al respecto,  
Corte Constitucional, C-341/1996, p. 7, (...) conformado por un grupo de normas, sustanciales 
y procesales, de las cuales el Estado en virtud afirma la disciplina, la obediencia y el 
comportamiento ético, la moral y la eficiencia de los servidores públicos, buscando asegurar el 
debido funcionamiento de los diferentes servicios a su cargo.  
El Código Disciplinario muestra un contenido muy interesante e importante, porque manifiesta 
una medida general de su naturaleza, actuación y carácter administrativa, pero también 
comporta un régimen que se aplica por anormalidad de carácter judicial y es una gran pelea 
que en Colombia tenemos que entregar, porque aplicar y entender un Derecho Disciplinario de 
carácter administrativo con carácter exceptivo le damos un carácter judicial en ciertos casos 
como lo vamos a ver más adelante. (p.84) 
Se configura el derecho disciplinario como el mecanismo para realizar efectivamente el 
sistema de fiscalización de los servidores públicos, que se convierte en una de las potestades 
sancionadoras del Estado, constituye en una de las maneras a través de las cuales el Estado 
podría hacer de uso el ius puniendi. (Corte Constitucional, C-763/09) 
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No se puede otorgar autonomía a un área del derecho que cuenta con un inicio y desarrollo 
que lo sitúa dentro el derecho administrativo pero cuya institucion representativa es más 
cercana al derecho penal, lo cual expongo a opinión propia, se cuenta con dos opciones únicas: 
o tener en cuenta el derecho disciplinario como especie del derecho administrativo apoyando 
su inicio en las vinculos especiales de sujeción, y su desarrollo en el ejercicio discrecional de 
la Administración de investigar la adecuada labor del Estado a través de la imposición de 
directrices de ética y comportamiento debido a sus servidores; o, como menciona Brito Ruiz, 
cambiar el sistema jurídico, pero de una manera tal, que para las instituciones sea exclusiva y 
categórica, y su construcción genere un estudio ganador con los comportamientos de los 
servidores frente a la institucionalidad, es obvio, que ambas puntos, siempre considerando 
presente la dignidad humana, garantiza la seguridad de derechos y libertades mínimas.. 
España 
En la Constitución española de 1978 en el numeral 1 del artículo 9 señala que el derecho 
disciplinario ubica su primer apoyo que manifiesta que los poderes públicos como los 
ciudadanos están sujeto al ordenamiento jurídico y a la constitución. El marco legal del 
procedimiento disciplinario se halla en el Reglamento de Régimen Disciplinario de los 
funcionarios de la Administración del Estado adoptado según el Real Decreto 33 y diligenciar 
en “desarrollo y ejecución” de la Ley 30 por lo cual, el Rey Juan Carlos I impuso normas para 
la reforma de la Función Pública y a lo que explica en el cuadro de agravios muy graves y 
leves. Es de suma importancia mencionar que mencionada normatividad no sólo admite desde 
ya, que el derecho disciplinario español está creado como una especie del Derecho 
administrativo, sino que tiene una posición concluyente frente a su posible proximidad con el 
derecho penal, por ende, establece el non bis in ídem y con él la oportunidad de dar inicio a la 
vez un acto de índole penal o civil, a pesar de los altercados jurídicas sostenidas entre el TC y 
el Tribunal Supremo por su adaptable o no, referido el Real Decreto que: El Régimen 
Disciplinario determinado en este Reglamento comprende que responsabilidad civil o penal 
recaerá sobre los administrados, la cual se hará valida en la forma que acuerde de Ley.  
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Tan cierto que, dentro de las doctrinas más actualizados en materia disciplinaria en España 
hallamos a Juan Trayter, Belén Jalvo, Alejandro García, entre otros, que son considerados los 
mas importantes tratadistas en derecho administrativo. 
Por su parte, Trayter propone una diferencia cualitativa entre el derecho penal y derecho 
disciplinario generada por la intención distinta de cada una de estas áreas, el penal dirigido a 
amparar el orden jurídico general y, el derecho disciplinario se enfoca a la mejor organización 
del servicio público”. (Trayter, p. 68). 
Según encontramos diferencia a menudo entre derecho disciplinario y penal que realiza 
Trayter, en mi criterio, al indicar que la falta y el delito disciplinaria cuenta con una naturaleza 
jurídica “idéntica” a pesar que manifiesta que “señala diferentes grados de importancia”. Lo 
mencionado, a pesar que la doctrina, especialmente, José Rory Forero (2003), considera dentro 
de aquellos ponentes de la teoría afirma que el derecho disciplinario es considerado una 
especie del derecho punitivo del Estado y que las tanto las sanciones y penas provenientes de 
una y otra materia cuentan con finalidades diferentes incrementándose la diferencia entre 
aquellas. 
Las sanciones 
Para Lara (2000 p. 220) la sanción viene a ser la consecuencia  a la acción u omisión que va en 
contra de sus deberes o a la norma establecida para el ejercicio de sus funciones que puede 
afectar el servicio que brinda, las cuales pueden ser sanciones civiles, penales o 
administrativas. 
Es por lo que Minedu (2016) establece cuatro sanciones; Amonestación escrita, Suspensión 
del cargo sin goce remunerativo, cese temporal del cargo sin goce remunerativo y destitución 
del servicio, las cuales deberán ser impuestas a quien cometa alguna infracción administrativa.   
Procedimientos Disciplinarios para la aplicación de sanciones a docentes   
Las sanciones disciplinarias que se impongan deben observar el debido procedimiento así 
como los principios procesales, por lo que no podrán imponerse sin un procedimiento previo.  
De esta manera se garantizan los derechos de los administrados o docentes que se encuentran 
recogidos en la Constitución Política del Perú.  
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Procedimiento disciplinario para la aplicación de sanciones de multa y amonestación 
Para la aplicación de las sanciones de multa, se debe seguir el siguiente procedimiento, en 
conformidad con la Ley N°29944; 
Primero. – cuando el director del plantel educativo, tome conocimiento de la falta, debe 
notificar de manera escrita al supuesto profesor infractor, quien tendrá quinde días hábiles una 
vez notificado.   
Segundo. – este es un proceso sumario y debe cumplir con toda la investigación, una vez que 
cumpla con lo mencionado líneas anteriores y una vez realizado todas las investigaciones, 
deberá emitir la resolución archivando el caso o imponiendo la sanción correspondiente. De 
verificarse que no se ha cumplido a cabalidad con el procedimiento correspondiente se 
vulneraria el derecho al debido procedimiento y se invertirían los papeles, ya que la autoridad 
seria asible de una sanción  
Procedimiento Administrativo Disciplinario en faltas leves 
Guzmán (2007, p. 28) esta sanción es realizada por el jefe inmediato, que debe corregirse para 
no contrarrestar la práctica laboral. 
En estos casos, el departamento de recursos humanos de la UGEL realiza las investigaciones 
para la denuncia por faltas leves, y estos enviaran o comunicaran su conclusión a un abogado 
para que interponga la sanción correspondiente. (Minedu, 2016) 
Sanción de amonestación escrita 
Es la llamada de atención que se realiza en un documento por parte de la institución el cual se 
le hace llegar al docente con el fin que tome conocimiento y se abstenga de volver a incurrir 
en algún tipo de incumpliendo al reglamento interno del trabajo.  
Sanción de suspensión 
La suspensión se da en este caso con la interrupción del pago remunerativo, puede darse por 
un periodo máximo de treinta días, esto si se verifica algún incumplimiento en la obligación, 
principio o deber del profesor, asimismo en esta sanción se interrumpe sus funciones de 
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educador. Por otro lado corresponde mencionar que si ya existe dos amonestaciones escritas la 
tercera sanción es la suspensión. (Guzmán 2007, p. 25) 
Anotación de demérito hasta un año 
Las sanciones serán anotadas de oficio en la ficha del docente ya que son consideradas como 
deméritos Para ello, se anotará como demérito por un año la amonestación escrita y la 
suspensión de cargo hasta por 30 días. Mientras que se anotará demérito por dos años la 
sanción por cese temporal del cargo según corresponda. Por otro lado, en caso de retiro, el 
docente no puede reingresar al servicio educativo público. (Guzmán 2007, p.39) 
Proceso Administrativo Disciplinario por faltas graves 
Cese temporal en el cargo 
En este caso el docente no contara con el pago de su remuneración por un periodo de treinta y 
un días hasta un año. 
Cabe resaltar que mayor será la observación a las garantías del debido procedimiento y el 
derecho a la defensa, mientras mayor sea la sanción mayor será el tiempo de cese temporal. 
La ley N° 29944 en el art. 48 establece explícitamente las causales de sanción grave como que 
se detalla a continuación: a) Generar perjuicio a algún estudiante o al mismo centro Educativo; 
b) promover, establecer, esconder actos de violencia física, calumnia, difamación dentro o 
fuera de la Institución; c) Aprovecharse del cargo para realizar actividades lucrativas en 
beneficio propio dentro de la Institución educativa, excepto actividades con objetivos 
académicos; d) Realizar actividades ajenas a sus funciones dentro de la Institución; e) Faltar 
tres o más días consecutivos o cinco no consecutivos dentro de dos meses; f) Oponerse o 
interrumpir al desarrollo normal de la Institución; g) Realizar actividad política dentro de la 
Institución; h) Cualquier acción que afecte resultados académicos o sustraer instrumentos 
educativos para su propio beneficio o de terceros y; i) entre otras que se encuentren en las 





Anotación de demérito hasta dos años 
En el caso mencionado líneas anteriores se anotará de oficio el demerito en el escalafón del 
profesor por un plazo de dos años, cumplido con el plazo el profesor puede acreditar su buena 
conducta y solicitar el retiro de su demerito en la ficha de escalonaría.  
Destitución del servicio 
La destitución del servicio no es más que el fin de la carrera magisterial generado de una 
sanción administrativa (Minedu 2013, p.15) 
Esta es la falta más grave que impone la administración pública y mientras el docente se 
encuentre bajo proceso se debe garantizar de manera efectiva el debido procedimiento y 
observar todos los derechos por los cuales se encuentra envestido.  
Para tal efecto, son consideradas faltas muy graves; a) faltar a la exposición de la evaluación 
de desempeño, sin motivo alguno; b) haber sido condenado por delito doloso; c) contar con 
condena por apología al terrorismo y libertad sexual, d) causar perjuicio contra los derechos 
fundamentales a cualquier miembro de la Institución y estudiantes; e) Abandono de cargo de 
manera injustificada; f) Cometer actos contra la libertad sexual; g) asistir a la Institución en 
estado de ebriedad o bajo de estupefacientes; h) persuadir a los estudiantes a asistir a marchas 
políticas; i) reincidir en la inasistencia injustificada de tres o cinco días continuos en el tiempo 
menor a dos meses. 
Tipos de inicio del Proceso Administrativo Disciplinario Especial 
Fase Previa 
La máxima autoridad en una Institución Educativa recae sobre el director, quien asumirá toda 
responsabilidad de quejas, denuncias y posibles descontentos dentro del servicio educativo. Se 
puede catalogar como un tratamiento especial en los procedimientos administrativos de oficio, 
siempre y cuando la Administración tomase conocimiento sobre una presunta falta contra 
algún docente o del director. 
Para ello, el Ministerio de Justicia (2017) manifiesta que para iniciar un procedimiento de 
oficio deberá existir disposición de la autoridad encargada en jerarquía superior produciendo 
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el cumplimiento de un deber legal o en virtud de una denuncia. Se entiende, que una autoridad 
apta tenga juicio de una falta administrativa dentro de sus labores de supervisión, deberá 
comunicarlo inmediatamente al titular de la entidad para que envié lo actuado a la CPADD 
para su calificación y comunicación al docente infractor. 
Por Recomendación del Órgano de Control 
Es una de las obligaciones del titular y los funcionarios de control interno tomar las acciones 
correctivas pertinentes ante cualquier acto de irregularidad dentro de la función pública. 
Asimismo, dicho el titular deberá enviar lo actuado a la Oficina de Auditoría Interna (OCI) 
ante la CPADD, para su calificación previa (Congreso de la República, 2016). 
Por Denuncia de Terceros 
Cualquier administrado está facultado para comunicar cualquier hecho contrario al 
ordenamiento al titular competente, el tercero no estará obligado a sustentar la infracción ni 
estará considerado dentro del procedimiento (Ministerio de Justicia 2017). 
Asimismo, dichas renuncias serán recepcionadas por escrito, para su facilitación podrá usar un 
acta predeterminada donde detallará los motivos de la denuncia y las generalidades de ley, 
además de la documentación con indicios razonables. Una vez recibida la presente, la CPPA 
deberá pronunciarse acerca de la procedencia de la apertura del proceso disciplinario. 
Recursos impugnatorios 
Según Minedu (2016, p. 17) en el Manual de Régimen Disciplinario para Directores de 
Instituciones Educativas Públicas establece en relación a la sanción que en contra de las 
Resoluciones Administrativas, el administrado tiene el derecho de interponer los recursos de 
apelación o reconsideración. 
Sin embargo, podrá usar los remedios y recursos supletorios del derecho civil y penal a 
desarrollado, y alternativamente podrá servirse del Poder Judicial mediante garantías 




Asimismo, Guzmán (2007) manifiesta que es posible que la entidad presente una nulidad de 
oficio hacia sus propios actos administrativos, con la finalidad de invocar su error para obtener 
la invalidez del acto, teniendo de esta manera una especie de mecanismos de autorregulación 
impensable en el derecho privado. 
Además, Guzmán (2007) afirma que los recursos administrativos tienen un alcance muy 
limitado ya que se interponen ante la propia entidad, por lo que ellos mismos son juez y parte 
en el procedimiento.  
Recurso de Reconsideración 
Manifiesta el Ministerio de Justicia (2017) que el recurso de reconsideración “se deberá 
interponer ante órgano inicial que dictó en primera el acto materia de impugnación y así 
mismo sustentarse en nuevas pruebas” (p. 69) 
Asimismo, este recurso se deberá presentar únicamente cuando se tenga prueba documental 
nueva, es decir, que no esté considerado por la comisión de proceso disciplinarios que resolvió 
en primera instancia. Esta entidad volverá a revaluar los hechos con la nueva prueba 
areeditada por el administrado. 
Recurso de Apelación 
Muy diferente al otro recurso, la apelación se interpone cuando se discrepa de la calificación 
de los hechos que fueron efectuados por la entidad competente que es encargada de resolver el 
caso, como también se cuenta con una interpretación totalmente diferente al derecho aplicable 
al asunto investigado” (Minedu 2016, p. 19) 
La Apelación debería ser solucionada por personal de la entidad encargada que se encuentre 
jerárquicamente superior de aquella que solucionó en primera instancia, a diferencia del 
procedimiento de la reconsideración. 
El docente que considera que la sanción no se ajusta con los hechos que se le imputan, podrá 
acudir al órgano jurisdiccional mediante una Acción Contencioso Administrativa, siempre y 
cuando haya agotado la vía administrativa, buscando como objetivo de anular lo actuado en la 
vía administrativa, por consideran que va en su contra. 
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Si después de ello el docente considera que se ha vulnerado algún derecho reconocido 
constitucionalmente, podría interponer la Acción De Amparo. 
Acción Contenciosa Administrativa 
Una vez que se agota la vía administrativa, si el administrativo cree que la resolución 
administrativa fue injusta, la amonestación que se le interpuso podrá presentar una acción 
contenciosa administrativa ante el Poder Judicial, cuya finalidad será la anulación de dicha 
resolución en su contra. 
Prescripción de sanciones 
Según Minedu (2013, p. 45) Por Ley el plazo establecido es de un 1 año a partir de la fecha 
según establecido en la CPDADD, hace de conocimiento la falta mediante el informe 
preliminar de la entidad, para la prescripción del procedimiento administrativo disciplinario. 
Cabe mencionar que solo es necesaria la declaración de prescripción para restablecer los 
derechos que le fueron privados o delimitados. Mientras que los casos de destitución y despido 
se registrarán en el Registro Nacional de Sanciones que es administrada por la Autoridad 
Nacional del Servicio Civil – SERVIR. 
Además, Morón (2006, p.644) afirma que ninguna autoridad puede, de oficio, declarar la 
prescripción, ya que resulta ilógico que se fundamente sus decisiones sobre su propia inacción 
o descuido a la hora de sancionar. Es por ello que la figura de la prescripción recae únicamente 
sobre la parte interesada y corresponderá a la administración resolver sin formar incidente, 
solicitar pruebas, etcétera. 
Eliminación de anotación de sanción en el escalafón magisterial 
El Congreso de la República (2013) manifestó que la anotación de demérito en el escalafón se 
podrá borrar cuando se cumpla uno o dos años, dependiendo del tipo de sanción. Afirmó 
además que dicho trámite no se hará de oficio, sino que será el administrado quien lo debe 
solicitar. Además, el titular competente deberá evaluar el informe de desempeño laboral y la 




1.3. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
Según Silvina (2016), todo problema de investigación es un problema de conocimiento y 
como tal dependería de un enfoque y reconstrucción de un conjunto de interrogantes en 
relación a los asuntos que se han enfocado el problema, es importante que, para plantear un 
problema de investigación se haya reflexionado y hecho un desarrollo del campo donde se 
investigará”. (prr. 2) 
Problema General 
¿De qué manera se garantiza la aplicación del procedimiento regular en los procesos 
disciplinarios contra los docentes de la UGEL 04, durante el año 2017? 
Problema Especifico 1.  
¿Cómo se debe garantizar el requisito de validez del acto administrativo en el Régimen 
disciplinario en la UGEL 04 año 2017? 
Problema Especifico 2 
¿De qué manera se aplica el debido procedimiento en la potestad sancionadora del estado en la 
UGEL 04 año 2017? 
1.4. JUSTIFICACIÓN DEL ESTUDIO 
Para Marisela (2017), es importante tener en cuenta que: 
“la justificación debe convencer al lector principalmente de tres cuestiones: qué se abordará una 
investigación, la importancia y pertinencia del tema y objeto de estudio y la utilidad de los 
resultados esperados, todo ello en función de su contribución a la estructura del conocimiento 
existente y/o de su aplicación práctica y concreta”. (p.2) 
El tema materia de investigación permitirá conocer de qué manera se aplica los procesos 
disciplinarios contra los Docentes lo cual es importante ya que muchos de ellos pueden 
desconocer si su derecho inherente al debido proceso es vulnerado y de esta manera 
contribuirá a que pueda servir como una herramienta de consulta o ayuda práctica para que los 
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Docentes que se encuentran sometidos a la potestad sancionadora del estado puedan verificar 
si se va en contra del proceso regular para aplicar alguna amonestación contra ellos. 
Teórica: 
La presente investigación se justifica en la medida que el análisis que se efectuará respecto de 
los procesos administrativos disciplinarios contra los docentes tiene como finalidad generar 
conocimiento en relación a la presunta irregularidad de dichos procesos administrativos; es 
decir, el análisis gira en torno a verificar si dichos procesos disciplinarios se llevan a cabo con 
las exigencias formales del debido procedimiento, sobre todo, lo concerniente al 
procedimiento regular como elemento de validez del acto jurídico administrativo. De las 
conclusiones que en un futuro se arribarán el operador jurídico podrá tener una información 
objetiva que le permita tomar las medidas correspondientes a fin de superar las deficiencias 
que pudieran advertirse.  
Metodológica:  
La investigación que se propone garantiza la obtención de un conocimiento jurídico científico 
toda vez que se respaldará en los procedimientos que el método científico franquea. Tal es así 
que se recurrirá al enfoque cualitativo, con diseño de investigación de la Teoría Fundamentada 
y el Análisis de Casos con sus respectivas técnicas e instrumentos de recolección de datos. En 
ese sentido, los resultados que se obtendrán y que servirán de insumo para las conclusiones 
están garantizadas desde la perspectiva de la objetividad del conocimiento generado.    
Practica: 
Los docentes de la UGEL 04, podrán resolver sus conflictos con mayor apego a las normas y 
los procedimientos jurídicos regulados en las normas pertinentes. Esto servirá de fuente para 
una mejor regulación de sus conductas en el marco del cumplimiento de sus funciones o, de 
llegar a ser el caso, de verificar con mayor celo la regularidad de los procedimientos 





El presente trabajo de investigación es relevante ya que se analizará de qué manera se 
garantiza la aplicación del procedimiento regular en los procesos disciplinarios contra los 
docentes y de esa forma conocer si se está realizando un correcto trabajo por parte de las 
entidades del Estado quienes se encargan de realizar todo el procedimiento administrativo 
disciplinario a Docentes. Todo ello conllevará a tener un mejor conocimiento del tema que 
podrá ayudar a los interesados. 
Contribución 
La presente tesis servirá a los Docentes para reconocer sus derechos como administrados. 
Asimismo contribuye a analizar y conocer la normativa que se viene efectuando en las 
Unidades de Gestión Educativa Local, a través de la Comisión Permanente de Procesos 
Administrativos Disciplinarios a Docentes y de esa forma plantear recomendaciones que 
incidan de manera positiva para una mejor calidad del desarrollo de los procesos 
disciplinarios. 
1.5 SUPUESTOS U OBJETIVOS DEL TRABAJO 
Objetivo General  
Analizar de qué manera se garantiza la aplicación del procedimiento regular en los procesos 
disciplinarios contra los docentes de la UGEL 04, durante el año 2017. 
Objetivo Específico 1 
Describir cómo se garantiza el requisito de validez del acto administrativo en el Régimen 
disciplinario en la UGEL 04 año 2017. 
 
Objetivo Específico 2  
Explicar cómo se debe garantizar el debido procedimiento en la potestad sancionadora del 




Supuesto General  
Se aplica de manera ineficiente el procedimiento regular en los procesos disciplinarios contra 
los docentes de la UGEL 04, durante el año 2017. 
Supuesto Especifico 1 
No se garantiza el requisito de validez del acto administrativo en el Régimen disciplinario en 
la UGEL 04 año 2017. 
Supuesto Especifico 2 





























2.1.- Diseño de investigación 
Antes de desarrollar el diseño de investigación, cabe precisar que el tipo de investigación que 
corresponde a la presente recae en el tipo básico y orientado a la comprensión. 
El primero, en la medida que se procura generar un conocimiento teórico y no está destinado a 
la solución directa ni inmediata de los problemas que se aborda.  
El segundo, en la medida que la naturaleza de esta precisamente tiene como finalidad 
contribuir con la comprensión de cómo se están desarrollando los procesos disciplinarios 
contra os docentes en la UGEL 04 en relación al procedimiento regular. 
Ahora bien para presente investigación se utilizó el enfoque cualitativo ya que, según 
Hernández, Fernández y Bautista (2007, p. 8) manifiestan que una investigación cualitativa 
estudia el entorno, es decir, lo que pasa en la realidad, por lo que dichos conocimientos serán 
en base a lo natural y objetivo. 
Cabe resaltar que es común que los problemas jurídicos se utilicen un enfoque cualitativo cuya 
finalidad será explicar los hechos jurídicos frente al ordenamiento social. (Aranzamendi, 2000 
p.161). 
Teoría fundamentada 
La teoría fundamentada es un diseño de la investigación cualitativa, para Paper y Marx citado 
por Hernández et al. (2014) sostienen que el objetivo principal en una teoría fundamentada es 
reportar los hallazgos obtenidos mediante las entrevistas y documentos analizados para 
generar conocimientos nuevos, y posteriormente una teoría que permita describir el problema 
a investigar. 
En otras palabras, esta teoría fundamentada nos permite conocer fenómenos de la realidad, 
construir conceptos o teorías partiendo directamente de los datos que poseemos en busca de 
entender los procesos que se dan en nuestra sociedad.  Por ello, de todo lo descrito líneas 
arriba la investigación del trabajo se realizó a través de la teoría fundamentada, puesto que se 
62 
 
manifiesta en la realidad en la que se desarrollan los procesos disciplinarios a los Docentes en 
la UGEL 04. 
2.2.- Método del muestreo  
Para Tamayo citado por Valderrama (2013, p.188) considera que el muestreo es un proceso 
para seleccionar situaciones o lugares y considerarlos en la investigación y así poder tener la 
certeza de los supuestos de la investigación cualitativa y llegar a una conclusión a partir de la 
población de estudio. 
Muestreo no probabilístico  
Para Hernández et al. Menciona que “En los estudios cualitativos el tamaño de la muestra no 
es importante, pues el interés del investigador no es generalizar los resultados de su estudio a 
una población más amplia” (2014, p. 384).  
En el muestreo no probabilístico como su nombre refiere, no toda la población tiene misma 
oportunidad de ser elegida para formar parte de la muestra, sin embargo, pueden ayudarnos a 
comprender nuestro estudio y responder nuestras preguntas de la investigación. 
La población y la muestra en la presenta investigación está conformada por 04 abogados 
miembros de la Comisión Permanente De Procesos Administrativos Disciplinarios Para 
Docentes, 03 abogados miembros de la UGEL 04 y 03 especialistas en Derecho 
Administrativo. 
Escenario de Estudio 
Bernal manifiesta que tanto la población como la muestra en una investigación ayudarán a que 
el investigador delimite su área de estudio. (2006, p. 160). 
La población es el conjunto de personas, animales u objetos, sobre los cuales se quiere 
investigar (De Alvarado, Hernández y Pineda, 1994, p. 114).  
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En la presente tesis se ha desarrollado el escenario de estudio conforme al espacio físico donde 
se aplica la entrevista, las entrevistas implican a una persona calificada y también donde se va 
entrevistar. 
En el trabajo de investigación se escogió a 10 abogados especialistas que brinden información 
relevante. Desde este escenario se ubican los sujetos a investigar, siendo: 
Tabla N° 1 . Escenario de entrevista a abogados miembros de la Comisión Permanente de 
Procesos administrativos disciplinarios a Docentes y abogados de la Unidad de Gestión Local 
N°04. 
ABOGADOS  Escenario de Entrevista 
Carlos Herrera Puppi 
Oficina de la Comisión Permanente de Procesos 
administrativos disciplinarios a Docentes 
LlERMI Capto Huaman 
Oficina de la Comisión Permanente de Procesos 
administrativos disciplinarios a Docentes 
Marco Velez Bailon 
Oficina de la Comisión Permanente de Procesos 
administrativos disciplinarios a Docentes 
Harold Ramos López 
Oficina de la Comisión Permanente de Procesos 
administrativos disciplinarios a Docentes 
Willy Vásquez Rengifo Unidad de Gestión Local N°04 
Freddy Pozo Madrid Unidad de Gestión Local N°04 
Walter Yenque Lino Unidad de Gestión Local N°04 
 
Fuente: Elaboración propia. 
Finalmente, los abogados Luis Soldevilla Canales, Ruth Salazar Olivera y Cesar Segura 
Carranza entrevistados en sus consultorios particulares, ubicados específicamente en la Av. 




Caracterización de sujetos 
En la caracterización de sujetos se debe determinar quiénes son los partícipes de la historia o 
suceso, sus descripciones, estilos, etc. (Abanto, 2014, p. 66). Los sujetos del presente trabajo 
de investigación fueron abogados miembros de la Comisión Permanente de Procesos 
administrativos disciplinarios a Docentes, abogados miembros de la Comisión Permanente de 
Procesos administrativos disciplinarios a Docentes de la Unidad de Gestión Local N°04 y 
abogados especialistas en Derecho Administrativo. 
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Fuente: Elaboración propia. 
Trayectoria Metodológica 
Es importante señalar que la investigación utilizó un enfoque cualitativo, de nivel básico y 
orientada a la comprensión, que, junto a la teoría fundamentada tiene como finalidad describir 
los resultados obtenidos y analizarlos para generar nuevos conocimientos que, posteriormente 
se genere un debate jurídico y de solución a un problema similar en virtud de lo investigado.  
El tema materia de investigación se tiene en cuenta que se realizará un estudio o análisis si se 
respeta el proceso regular al abrir procesos disciplinarios a los docentes, de todo ello se 
describirá una porción de la realidad que se lleva a cabo en la UGEL 04. 
Técnica e Instrumentos de recolección de datos 
Para Torres (2002, p. 80) las técnicas permiten al investigador determinar de qué manera 
podrá recolectar datos, y que, serán determinadas por el tipo de investigación. Mientras que 
los instrumentos son los medios materiales que utiliza el investigador para reunir y guardar 
información. (Valderrama, 2017, p.195). 
Por lo que, en la investigación se utilizaron como técnicas de recolección la entrevista y el 
análisis documental; mientras que se utilizaron como instrumentos la guía de entrevista y guía 
de análisis documental. 
Entrevista: Es la técnica predominante en la investigación cualitativa, la cual se aplica a 
expertos en la materia. Se realizó entrevistas a expertos y abogados de la comisión permanente 
de procesos administrativos disciplinarios para Docentes. 
Ruth Salazar 
Olivera 
Abogado Abogado Abogado Litigante 
Cesar Segura 
Carranza 
Abogado Abogado Abogado Litigante 
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Análisis de fuente documental: Se utilizó un análisis documental de las resoluciones, 
conocimiento de la casuística actual, las cuales se reflejarán en las conclusiones. Se recopiló a 
su vez información de las investigaciones.  
Guía de entrevista: La guía de entrevista ayudarán a obtener la información necesaria de la 
población para construir los resultados.  
Guía de análisis documental: Es el instrumento que contiene información importante de la 
documentación elegida y que dan una probable respuesta a los objetivos propuestos en la 
investigación. 
2.3 Rigor Científico  
Según Ochoa (2016) consiste en indagar a fondo la problemática de investigación, para esto se 
deberá conocer a profundidad los temas relacionados, así como las técnicas y herramientas de 
recolección de datos. Asimismo, se deberá implementar una correcta metodología que guarde 
relación con el tema investigado.  
En otras palabras, el rigor científico es la etapa en la investigación donde s verifica los datos 
que han sido hallados por el investigador sometiéndolo a la validez y confiabilidad por medio 
de magistrados especializados. 
Validez  
Según Carrasco (2013) la validez mide el grado de efectividad de un instrumento de 
recolección de datos (p.335) 
El presente trabajo de investigación fue sometido al juicio de los expertos y se corroborara con 






Tabla N°3: Validación por expertos 
VALIDACIÓN DE INSTRUMENTOS 
(Guía de Entrevista y Análisis Documental) 
Datos generales Cargo Porcentaje 
Lenink, LEÓN 
ACOSTA 
Docente de la Universidad César 




Docente de la Universidad César 




Docente de la Universidad César 




Docente de la Universidad César 





Docente de la Universidad César 




Docente de la Universidad César 
Vallejo  - Lima Norte 
95% 
Promedio  95% 
Fuente: Elaboración propia. 
Confiabilidad: 
El método utilizado en una investigación puede ser repetido ya que los resultados no se verían 
alterados por haberse respetado las normas de la metodología cualitativa. (Ulin, Robinson y 
Tolley, 2006, p. 24). 
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2.4 Análisis cualitativo de datos 
El investigador recopila todo los instrumentos que ha realizado el investigador y resulta la 
información que requiere para materia de estudio comparándolo con los objetivos de su 
investigación y finalmente se contraste con los supuestos jurídicos. (Bernal, 2010, p. 220). 
Para realizar una descripción dinámica del análisis de datos se dividió en las siguientes fases: 
a) Recolección de datos: fase de obtención de información, datos, antecedentes del fenómeno 
de estudio, utilizando la entrevista y el análisis documental. 
b) Revisión de los datos: se realizó una valoración detallada de la información conseguida. 
c) Organizar los datos e información: En esta fase se valoró la información más idónea y 
adecuada que contribuya con la investigación. 
d) La codificación de los datos: esta fase se basa en dos niveles; el primero, es la 
categorización y; el segundo es la relación entre temas y conceptos a manera que la 
consolidación de los dos niveles producirá una teoría con base a la información alcanzada. 
Además, la investigación utilizó el método hermenéutico, para analizar la documentación, 
jurisprudencia y las opiniones de los entrevistados referentes al procedimiento disciplinario. 
Unidades Temáticas 
Se agrupan temas de la investigación y son clasificadas, por lo que es importante explicar los 

















Fuente: Elaboración propia. 
2.5. Aspectos éticos  
Para el presente trabajo de investigación se utilizaron técnicas e instrumentos, cuyos 
resultados no fueron alterados de ninguna manera, cumpliendo así con los parámetros 
establecidos en el método científico, asimismo se utilizó el formato APA para una correcta 
estructura metodológica además de citar correctamente a los autores respetando así el derecho 
de autor y propiedad intelectual.  
Cabe resaltar que dicha investigación no persigue ningún fin político, religioso o cultural 
además que cualquier avance presentado fue impreso en hojas recicladas y/o de manera virtual 
cuidando y preservando así el medio ambiente y la biodiversidad.  
 





Es un requisito esencial de validez 
del acto administrativo, en el cual 
se debe observar previamente al 
dictado y emisión del mismo que 
se cumpla con los procedimientos 
esenciales y sustanciales previstos 
en la base normativa del acto 
administrativo. 
- Requisito de validez. 






Es un conjunto de actos emitidos 
por la autoridad administrativa 
quien sancionará aquellas 
conductas de sus empleados que 
infrinjan deberes, 
responsabilidades o prohibiciones 
en el cumplimiento de sus labores. 





























3.1. Descripción de resultados de la entrevista  
 
Se describirá la información que se recolecto en la técnica de entrevista  la misma que ha sido 
aplicada a diferentes abogados y especialistas. 
Entrevista dirigida a miembros de la comisión de procesos administrativos disciplinarios 







En cuanto al objetivo general se realizaron las siguientes preguntas: 
1.- ¿De qué manera cree Usted que el procedimiento regular se ha venido aplicando   
desde el año 2017 en los procesos disciplinarios a los Docentes de la Ugel 04? 
Al respecto los entrevistados Herrera, Velez, Capto y Ramos (2018) manifestaron que se trata 
de aplicar el procedimiento regular de forma correcta, sin embargo al tener más de 4,000 
(cuatro mil) expedientes y contar con sólo 4 abogados, no se daban abasto. También refieren 
que el procedimiento regular se aplica en los procedimientos administrativos disciplinarios en 
todos los procesos en arras de no vulnerar el derecho al debido proceso y otros, en la medida 
de lo posible se trata de cumplir con los plazos. Lo manifestado por los entrevistados 
miembros de la Comisión Permanente de Procesos Administrativos Disciplinarios coincide 
con el entrevistado Vásquez (2018), quien manifestó que el proceso regular se aplica en todos 
los procesos administrativos disciplinarios, sin embargo se trata de aplicar la norma correcta 
para cada caso en concreto y de esa manera no vulnerar el derecho de los Docentes ni de los 
alumnos.  
Mientras que los entrevistados Yenque, Soldevilla, Salazar Y Segura (2018) Sostuvieron que 
la Comisión Permanente de Procesos Administrativos Disciplinarios a Docentes no han estado 
aplicando el procedimiento regular que se encuentra tipificado en el TUO  de la Ley 47744, 
Objetivo general: 
Analizar de qué manera se garantiza la aplicación del procedimiento regular en los 
procesos disciplinarios contra los docentes de la UGEL 04, durante el año 2017. 
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Ley del Procedimiento Administrativo General, en todos los casos al momento de imponer 
sanciones, ya que muchos Docentes han recurrido a la última instancia administrativa 
presentado recurso de apelación y se ha declarado la nulidad de las resoluciones emitidas por 
la Unidad de Gestión Educativa Local.  
Como se puede advertir 5 entrevistados refirieron que se trata de aplicar de forma eficaz el 
procedimiento regular para cumplir con todos los plazos y no vulnerar el derecho de los 
administrados, 4 entrevistados mencionaron que la Comisión Permanente de Procesos 
Administrativos Disciplinarios a Docentes no han estado aplicando el procedimiento regular 
ya que muchos Docentes han recurrido a la última instancia administrativa presentado recurso 
de apelación y se ha declarado la nulidad de las resoluciones emitidas por la Unidad de 
Gestión Educativa Local.  
Por su parte el entrevistado Pozo (2018), mencionó que el proceso regular se ha venido 
aplicando de manera correcta ya que se ha aplicado la norma correspondiente al momento de 
instaurar procesos disciplinarios administrativos a los Docente. 
2-¿Considera Usted que es importante la observancia del proceso regular al momento de 
imponer sanciones a los Docentes?    
Respecto a esta interrogante los entrevistados Herrera y la Capto (2018), coincidieron que es 
importante y fundamental la observancia del proceso regular, de lo contrario el 
incumplimiento supondría una ilegalidad. 
Por su parte el entrevistado Velez (2018), consideró que si es importante la observancia del 
proceso regular sin embargo muchas veces no se puede cumplir. 
Los entrevistados Yenque, Soldevilla, Pozo, Vásquez, Salazar y Segura (2018), sostuvieron 
que es importante la observancia del procedimiento regular en todo acto administrativo y al 
momento de resolver de lo contrario se estaría contraviniendo el debido procedimiento 
administrativo y el acto sería Nulo.  
De las respuestas brindadas por los entrevistados se puede deducir que 9 entrevistados 
consideran que es fundamental la observancia del proceso regular al momento de imponer 
sanciones de lo contrario se vulneraria el debido proceso administrativo y el acto seria nulo, 
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mientras que el entrevistado Ramos (2018), mencionó que más que importante en el proceso 
regular es que se cumpla el debido proceso, el derecho de defensa y los principios del derecho 
administrativo. 
3-Según su experiencia ¿Cree usted que en los procesos disciplinarios contra los docentes 
de la Ugel 04, se aplica el proceso regular establecido en el TUO de la Ley 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General? 
Sobre el particular los entrevistados Herrera y Capto (2018), señalaron que definitivamente se 
aplica el proceso regular, así como el debido proceso inclusive se da prioridad a los casos más 
relevantes entre ellos maltratos físicos y psicológicos y violación sexual en toda su índole. 
Al respecto el entrevistado Velez, refiere que se aplica en la mayoría de los casos. 
Por su parte el entrevistado Yenque y Pozo (2018), refirieron que el proceso regular no se 
aplica de manera correcta en todos los casos debido a la carga de expedientes no se dan abasto. 
Asimismo Vásquez (2018), mencionó que en la medida de lo posible se trata de aplicar el 
procedimiento correspondiente.  
Los entrevistados Soldevilla, Salazar y Segura (2018), mencionaron que el procedimiento 
regular al ser uno de los requisitos de validez se debe aplicar en todo acto administrativo sin 
embargo según la experiencia como especialistas no se cumple siempre. 
De lo mencionado se concluye que 8 de los entrevistados manifestaron que no se aplica el 
procedimiento regular establecido en el TUO de la Ley 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, de manera eficiente debido a los pocos miembros que conformar la 
Comisión Permanente de Procesos Administrativos Disciplinarios y el número de expedientes 
que ingresan. Mientras que el entrevistado lado Ramos (2018), mencionó que no se aplica ya 
que en la Ley 29944 es una Ley especial, sin embargo si se toma en cuenta los principios están 
inmersos en el TUO de la Ley N°07444. 
 
Respecto al objetivo específico I se plantearon las siguientes interrogantes: 
Objetivo Específico 1: Describir cómo se garantiza el requisito de validez del acto 
administrativo en el Régimen disciplinario en la UGEL 04 año 2017 
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4-¿Considera Usted que los procesos disciplinarios a los Docentes se aplica de forma 
correcta la debida motivación? 
Los entrevistados Velez, Capto, Ramos y Herrera (2018), mencionaron respecto a la pregunta 
en cuestión que si se aplica de forma correcta la debida motivación ya que toda proceso 
administrativo disciplinario tiene que estar debidamente motivado y fundamentado caso 
contrario se vulnera el debido procedimiento, motivo por el cual en la segunda instancia es 
mínimo las R.D. observadas dado la cantidad de procesos. 
A su vez los entrevistados Pozo, Vásquez, Yenque, Soldevilla, Salazar y Segura (2018), 
manifestaron por la carga que tiene la UGEL 04, no ha sido aplicada de forma correcta 
vulnerándose en algunos casos el derecho de los administrados, lo que conlleva a que se 
declare la nulidad en la segunda instancia administrativa.  
De lo expuesto por los entrevistados 4 abogados manifestaron que si se aplica de forma 
correcta la debida motivación caso contrario se vulnera el debido procedimiento, mientras que 
6 de los entrevistados sostuvieron que no se aplica de forma correcta lo que en algunos casos 
se ha declarado la nulidad de las resoluciones emitidas por la UGEL 04 en la segunda 
instancia administrativa.  
5-¿Considera Usted que en la Ugel 04 al aplicar el proceso regular se considera la 
finalidad pública como un requisito de validez del procedimiento administrativo? 
El entrevistado Herrera y Ramos (2018), refirieron que no se considera la finalidad pública, se 
considera el fin, la forma y el objeto para después resolver y emitir un pronunciamiento final y 
alcanzar a los administrados y a la comunidad educativa, tener conocimiento y sea pasible su 
divulgación. 
Los entrevistados Velez, Capto y Soldevilla, Salazar y Segura (2018), manifestaron que si se 
aplica la finalidad pública a pesar de la carga laboral. 
Asimismo los entrevistados Váquez, Pozo y Yenque (2018), respondieron que si se considera 
la finalidad pública ya que el fin es salvaguardar los intereses del estado (UGEL) y en la 
mayoría de casos los derechos e integridad de los educandos, así también mencionan que con 
las sanciones que se dictan o imponen a los Docentes se salvaguarda la integridad de los 
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alumnos en los casos de agresión física, acoso, hostigamiento, entre otras y por último 
manifestaron que se considera la finalidad pública en todo acto administrativo por ser un 
requisito de validez. 
6-¿Considera Usted que se aplica de manera eficaz el objeto y contenido como requisito 
de validez de acuerdo al proceso regular al momento de imponer sanciones a los 
Docentes? 
Los entrevistados Herrera, Ramos, Capto, Velez y Yanque (2018), consideran que si se aplica 
de manera eficaz y eficiente ya que son requisitos de validez de los actos y que son elementos 
con los cuales se va a resolver dicho proceso, caso contrario se vulnera el derecho al debido 
procedimiento así como también se aplica los demás requisitos contenido en el TUO de la Ley 
27444. 
Los entrevistados Pozo y Vásquez (2018), manifestaron que al momento de dictar un acto 
administrativo, en el caso de los Docentes lo realiza la Comisión Permanente de Procesos 
Administrativos Disciplinarios y tiene como finalidad imponer sanciones por lo que si se 
aplica de manera eficaz ya que se pretende obtener un efecto jurídico. 
Por su parte los entrevistados Soldevilla, Salazar y Segura (2018), coincidieron que si se aplica 




Respecto al objetivo específico 2 se plantearon las siguientes interrogantes: 
7-Según su experiencia ¿Considera Usted que se garantiza el debido procedimiento al 
aplicar la potestad sancionadora a los Docentes en la Ugel 04? 
Respecto a esta pregunta los entrevistados Herrera, Velez, Capto y Ramos (2018), 
consideraron que si se garantiza el debido procedimiento ya que no se puede vulnerar los 
derechos fundamentales, asimismo mencionaron que se cumple con todo el proceso 
administrativo disciplinario. 
Objetivo Específico 2: Explicar cómo se debe garantizar el debido procedimiento en la 
potestad sancionadora del estado en la UGEL 04 año 2017 
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A su vez los entrevistados Pozo y Vásquez (2018), manifestaron que en todo proceso 
sancionador se aplica y se debe garantizar el debido proceso y cumplir con el proceso 
administrativo disciplinario, asimismo refirieron que es el derecho de todo administrado y de 
toda persona por ende no debe ser vulnerado. 
Como se puede advertir, 6 de los entrevistados refirieron que  en todo proceso sancionador se 
aplica y se debe garantizar el debido proceso y cumplir con el proceso administrativo 
disciplinario ya que es el derecho de todo administrado y de toda persona por ende no debe ser 
vulnerado, mientras que los entrevistados Soldevilla,  Yenque, Salazar y Segura (2018), 
respondieron que no en todos los casos según sus experiencias se ha podido observar que se 
garantice de manera eficaz el debido procedimiento. 
8-¿Considera Usted que los procesos disciplinarios instaurados a los Docentes en la Ugel 
04 se toma en cuenta la presunción de inocencia? 
La entrevistada Capto (2018), refirió respecto a esta pregunta que efectivamente se toma en 
cuenta los derechos del niño como del Docente así como la presunción de inocencia. 
Asimismo los entrevistados Herrera,  Velez y Ramos (2018), mencionaron que 
definitivamente se toma en cuenta la presunción de inocencia por ser un principio 
constitucional que tiene todo ciudadano, al haber duda y al no comprobarse lo contrario, se 
declara no ha lugar de oficio. 
Por su parte los entrevistados Yenque y Váquez (2018) respondieron que la presunción de 
inocencia es un derecho de todo administrado, por ende toda persona no es culpable hasta que 
se demuestre lo contrario y se debe considerar en todos los casos por ser Ley. 
Por otro lado los entrevistados Soldevilla, Salazar y Segura (2018), coincidieron en que la 





9-¿Cree Usted que se garantiza el derecho a la defensa a los Docentes al momento de 
imponer sanciones en la Ugel 04 según lo tipificado en TUO de la Ley 27444 Ley del 
Procedimiento Administrativo General? 
La entrevistada Capto (2018),  refirió que es fundamental tener en cuenta el derecho de 
defensa y los medios que aportan, no se puede imponer sanciones sin antes emitir y valorar los 
medios aportados, caso contrario podría acarrear nulidad debido a que no estaría debidamente 
motivado. 
Asimismo los entrevistados Herrera, Velez, Ramos y Pozo (2018), manifestaron que en la 
UGEL 04 siempre se garantiza el derecho a la defensa con la finalidad que no se quede en 
estado de indefensión y pueda probar lo contrario a lo que se le imputa en su institución, así 
como también se aplica lo estipulado en la Ley de Reforma Magisterial Ley N°29944, todo es 
tomado en cuenta al momento de resolver. 
A su vez los entrevistados Vásquez y Yenque (2018), respondieron que se garantiza 
efectivamente el derecho a la defensa, toda persona tiene derecho a presentar sus medios 
probatorios y de esa manera cumplir con un debido procedimiento administrativo. 
Por otro lado los entrevistados Soldevilla, Salazar y Segura (2018), sostuvieron que el derecho 
a la defensa no se garantiza en todos los casos ya que al momento de interponer sanciones no 
valoran debidamente los medios probatorios que los administrados presentan para su defensa. 
Descripción de resultados del Análisis Documental  
A continuación los siguientes documentos son los que se ha considerado que responderán de 
manera óptima a nuestros objetivos: 
En cuanto al objetivo general que es: “Analizar de qué manera se garantiza la aplicación del 
procedimiento regular en los procesos disciplinarios contra los Docentes de la UGEL 04, 
durante el año 2017” 
Se han analizado los siguientes documentos que pasamos a detallar: 




“ANÁLISIS DE REVISTA”  
 Revista de investigaciones constitucionales. El derecho constitucional al debido 
procedimiento administrativo en la ley del procedimiento administrativo general de la 
República del Perú. 
La citada revista elaborada por Ramón Huapaya Tapia, en su página 148 refiere que la 
inobservancia eficaz del procedimiento regular conllevará a la nulidad del acto que emita una 
entidad administrativa, por lo que al ser un elemento del acto administrativo implica que las 
peticiones del ciudadano deben ser canalizadas por el procedimiento correspondiente y se debe 
cumplir con los procedimientos esenciales y sustanciales previstos en la base normativa del 
acto administrativo, de lo contrario el procedimiento regular será nulo. 
Objetivo Específico I: “Describir cómo se garantiza el requisito de validez del acto 
administrativo en el Régimen disciplinario en la UGEL 04 año 2017”. 
“ANÁLISIS DE RESOLUCIÓN”  
 Resolución del Tribunal Servir N°00260-2017-SERVIR/TSC-Primera Sala 
La citada resolución sometida a análisis fue emitida el 14 de febrero del año 2017 por la 
Primera Sala del Tribunal Servir contenida en el Expediente N° 203-2017-SERVIR/TSC, la 
cual provenía del Recurso de Apelación interpuesto por Liliana María Milicic Orellana contra 
la resolución expedida por la UGEL N°04 que impuso a la impugnante la sanción de 
suspensión sin goce de remuneración por treinta (30) días, al haberla hallado responsable de la 
falta disciplinaria. 
Específicamente en el fundamento 13, página 5 señala que para la validez de un acto 
administrativo debe haber sido emitido conforme al ordenamiento jurídico, esto se encuentra 
estipulado en el artículo 3° de la Ley N°27744-Ley del Procedimiento Administrativo General, 
por lo que podemos apreciar que es importante la observancia obligatoria de los requisitos de 
validez del acto (competencia; objeto o contenido y comprender las cuestiones surgidas de la 





ANÁISISDE DE RESOLUCIÓN”  
 Resolución del Tribunal Servir N°0026-2017-SERVIR/TSC-Segunda Sala 
La citada resolución fue emitida el 11 de enero del 2017, por la Segunda Sala del Tribunal 
Servir contenida en el Expediente N° 2858-2016-SERVIR/TSC, la cual provenía del Recurso 
de Apelación interpuesto por Olimpio Arbieto Vacas contra la resolución expedida por la 
UGEL N°04 que impuso a la impugnante el cese temporal por sesenta días (60) sin goce de 
remuneración. 
En el fundamento veintiséis, página 10 de la resolución en mención se verifica que la UGEL al 
momento de imponer la sanción a la impugnante no valoró adecuadamente sus argumentos 
que fueron señalados en los descargos; al no haber emitido pronunciamiento respecto a que se 
le estaba imputando una norma que no guardaba relación con los hechos;  por lo que se 
vulneró el principio de la debida motivación. 
De lo anterior se deduce que es importante valorar adecuadamente los medios probatorios que 
presentan los administrados y utilizar la norma correspondiente a cada caso concreto. 
A continuación, se aplicó el análisis de informe para contrastar lo establecido en el Objetivo 
Específico II: “Explicar cómo se debe garantizar el debido procedimiento en la potestad 
sancionadora del estado en la UGEL 04 año 2017”. 
 
“ANÁSLIS DE RESOLUCIÓN”  
 Resolución del Tribunal Servir N°00572-2017-SERVIR/TSC-Primera Sala 
La citada resolución fue emitida el 30 de marzo del 2017, por la Primera Sala del Tribunal 
Servir contenida en el Expediente N° 897-2017-SERVIR/TSC, la cual provenía del Recurso 
de Apelación interpuesto por Virginia Gala Llauca contra la resolución expedida por la UGEL 
N°04 que impuso a la impugnante el cese temporal por sesenta dos (2) meses sin goce de 
remuneraciones. 
Específicamente en el fundamento 16 se señaló que las manifestaciones de las madres de 
familia, las cuales fueron considerados por la UGEL N°04 como prueba idónea para sancionar 
a la impugnante, no existe otro medio probatorio, que acredite que efectivamente existió algún 
tipo de maltrato psicológico por parte de la impugnante hacia el menor. Asimismo en el 
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fundamento 19 se mencionó que se debe considerar que en los procedimientos disciplinarios- 
la responsabilidad de los servidores debe estar debidamente comprobada a través de las 
pruebas idóneas cuya suma genere plena convicción al empleador, de lo contrario se estaría 
presumiendo la culpabilidad del servidor, cuando lo que se presume es su inocencia. 
 
De lo expuesto en el párrafo que antecede se evidencia que la presunción de inocencia deben 
aplicarlo las entidades administrativas al momento de aplicar su potestad sancionadora a los 
administrados o servidores, para ello deben considerar pruebas sumamente idóneas  para 
comprobar debidamente la responsabilidad y no basarse sólo en algunas pruebas, sino que 
deben observar y recolectar las pruebas suficientes que creen plena convicción, de lo contrario 
se estaría vulnerando este principio. 
 
 “ANÁSLIS JURISPRUDENCIAL”  
 Sentencia del Tribunal Constitucional (EXP. N.O 05104-2008-PA/TC) 
Para el presente análisis la citada Jurisprudencia fue emitida el 10 de agosto del 2009, por la 
Sala Primera del Tribunal Constitucional contenida en el Expediente N° 05104-2008-PA /TC, 
la cual provenía del Recurso de agravio constitucional interpuesto por Sindicato Unificado De 
Trabajadores De Southern Peru Copper Corporation (Spcc)- Ilo contra la sentencia expedida 
por la Sala Mixta Descentralizada de Ilo de la Corte Superior de Justicia de Moquegua que 
declaró infundada la demanda de amparo. 
Ante dicha controversia los magistrados miembros Tribunal señalaron que el derecho 
fundamental a la presunción de inocencia enunciado en el artículo 2°, numeral 24, literal f), de 
la Constitución. De la citada Jurisprudencia se puede concluir que en los procedimientos 
administrativos sancionadores así como en cualquier otro proceso se debe garantizar la 
presunción de inocencia, de no comprobarse fehacientemente la comisión de una infracción no 





















En esta parte se procederá a contrastar con la información obtenida de los trabajos previos, el 
marco teórico y los instrumentos utilizados con el fin de comprobar los objetivos y los 




Los entrevistados refirieron que no se aplica de forma eficaz el procedimiento regular 
transgrediendo en muchos casos la legalidad de los actos administrativos. 
En cuanto a la importancia de la observancia del procedimiento regular manifestaron 
conjuntamente que es importante y fundamental tal observancia, de lo contrario el 
incumplimiento supondría una ilegalidad y se estaría contraviniendo el debido procedimiento 
administrativo, sin embargo muchas veces no se puede cumplir. 
Po otro lado, en la  Revista de investigaciones constitucionales titulado “El derecho 
constitucional al debido procedimiento administrativo en la ley del procedimiento 
administrativo general de la República del Perú”, el cual es materia de análisis documental, el 
autor  Huarpaya  (2014, p.148),  señaló que la inobservancia eficaz del procedimiento regular 
conllevará a la nulidad del acto que emita una entidad administrativa, por lo que se debe 
cumplir con los procedimientos esenciales y sustanciales previstos en la base normativa del 
acto administrativo. 
Los resultados obtenidos coinciden con el autor Comadira (2015), quien menciona que el 
procedimiento regular, como requisito de validez del acto administrativo, corresponde a que 
las peticiones que los ciudadanos requieran, se debe observar de manera obligatoria el 
procedimiento correspondiente, de lo contrario se estará dentro de una suerte de “vía de hecho 
administrativas”  donde las actuaciones materiales de la administración pública son llevadas 
sin procedimiento alguno o con desviaciones o vicios esenciales en el procedimiento. (p.83) 
Por lo que en el TUO de la Ley 27444 Ley del Procedimiento Administrativo General en su 
artículo 10° hace referencia a las causales de nulidad por ejemplo menciona; si se transgrede la 
constitución, leyes o normas, omitir alguno de los requisitos de validez del acto 
Objetivo General: Analizar de qué manera se garantiza la aplicación del procedimiento 




administrativo, entre otros. La falta de algunos de estos supuestos tipificados se le denomina 
vicio esencial, por lo que sin ello el acto será nulo.   
Ahora bien, según lo manifestado por los entrevistados el procedimiento regular se aplica en 
algunos casos pero no en su totalidad y al corroborar la importancia de la observancia de este 
requisito esencial, por lo tanto no se garantiza de manera eficiente la aplicación del 
procedimiento regular en los procesos disciplinarios contra los docentes de la UGEL 04. 
 
Después de haber comprobado nuestro supuesto general y logrado nuestro objetivo general, 





Los entrevistados mencionaron que pese a la carga laboral si se aplica de forma correcta el 
requisito de validez del acto administrativo, caso contrario se vulnera el debido procedimiento.  
Por otro lado dos resoluciones del Tribunal Servir N°00260-2017 y N°0026-2017 sometida a 
análisis documental; la primera Resolución contenida en el Expediente N° 203-2017-
SERVIR/TSC, y la segunda Resolución contenida  en el expediente N° N°2858-2016-
SERVIR/TSC; la cual provenían del Recurso de Apelación interpuesto por Docentes contra la 
resolución expedida por la UGEL N°04 que impuso a los impugnantes la sanción de 
suspensión sin goce de remuneración por dos meses, al haberse hallado responsables de la 
falta disciplinaria. Donde podemos apreciar que es importante la observancia eficaz de los 
requisitos de validez del acto administrativo (competencia; objeto o contenido y comprender 
las cuestiones surgidas de la motivación, finalidad pública) de lo contrario será nulo el acto 
que haya emitido la entidad administrativa. 
La Resolución materia de análisis documental coincide con lo mencionado por el autor 
Bacacorzo (2001) quien refiere que los elementos de validez son todo un conjunto de 
Objetivo Específico 1: Describir cómo se garantiza el requisito de validez del acto 
administrativo en el Régimen disciplinario en la UGEL 04 año 2017 
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mecanismos necesarios para que un acto administrativo sea válido, contrario sensu, la carencia 
de uno de ellos da origen a la invalidez y posterior nulidad del acto administrativo. 
Consecuentemente no se garantiza de forma adecuada el requisito de validez del acto 
administrativo en el Régimen disciplinario en la UGEL 04 ya que la resolución expedida por 
el Tribunal servir quien es la última instancia administrativa tiene competencia para 
pronunciarse sobre los procesos administrativos disciplinarios, declarando la nulidad de la 
resolución emitida por la UGEL N°04, al no haber observado adecuadamente los requisitos de 
validez del acto administrativo, por lo cual se declaró la nulidad de la resolución de dicha 
entidad administrativa.  
 
Después de haber comprobado el supuesto especifico I y logrado consolidar el objetivo 




Los entrevistados refirieron que se garantiza y se aplica en todo proceso sancionador el debido 
procedimiento administrativo disciplinario ya que es el derecho de todo administrado y de 
toda persona por ende no debe ser vulnerado. 
Asimismo en el análisis Jurisprudencial de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en 
el Expediente N°05104-2008-PA/TC, la cual provenía de un Recurso De Agravio 
Constitucional interpuesto por Sindicato Unificado De Trabajadores De Southern Peru Copper 
Corporation (Spcc)- Ilo contra la sentencia expedida por la Sala Mixta Descentralizada de Ilo 
de la Corte Superior de Justicia de Moquegua que declaró fundada la demanda de amparo; se 
puede concluir que en los procedimientos administrativos sancionadores así como en cualquier 
otro proceso se debe garantizar la presunción de inocencia, de no comprobarse 
fehacientemente la comisión de una infracción no se puede corroborar la responsabilidad del 
servidor o administrado. 
Objetivo Específico 1I: Explicar cómo se debe garantizar el debido procedimiento en la 
potestad sancionadora del Estado en la UGEL 04 año 2017. 
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Por otro lado la resolución del Tribunal Servir N°00572-2017-SERVIR/TSC sometida a 
análisis, contenida en el Expediente N° N°897-2017, la cual provenía del Recurso de 
Apelación interpuesto por un Docente contra la resolución expedida por la UGEL N°04 que 
impuso al impugnante la sanción de Cese temporal por dos (2) meses sin goce de 
remuneraciones, al haberse hallado responsables de la falta disciplinaria. De dicha resolución 
se evidencia que la presunción de inocencia deben aplicarlo las entidades administrativas al 
momento de imponer la potestad sancionadora a los administrados o servidores, para ello 
deben considerar pruebas sumamente idóneas  para comprobar debidamente la responsabilidad 
y no basarse sólo en algunas pruebas, sino que deben observar y recolectar las pruebas 
suficientes que creen plena convicción, de lo contrario se estaría vulnerando el principio del 
debido procedimiento administrativo. 
 
Al respecto el Numeral 2.1 del Artículo IV del Título Preliminar y el Numeral 2 del Artículo 
230° de la Ley N° 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General señala que el 
debido procedimiento es un principio que rige la actuación de los que ejercen la potestad 
sancionadora en todos los procedimientos administrativos. Asimismo, estipula que es un 
derecho del administrado de manifestar sus argumentos, de ofrecer sus pruebas y obtener de la 
autoridad administrativa una decisión debidamente motivada y fundada en derecho. 
En consecuencia según la resolución expedida por el Tribunal Servir quien es la última 
instancia administrativa tiene competencia para pronunciarse sobre los procesos 
administrativos disciplinarios declaró la nulidad de la resolución emitida por la UGEL N°04, 
ya que no se han observado los principios del debido procedimiento administrativo del cual la 
Sentencia Del Tribunal Constitucional menciona que en los principios del procedimiento 
administrativo sancionador así como en cualquier otro proceso se debe garantizar dichos 
principios. Por lo tanto no se aplica de manera eficaz el debido procedimiento en la potestad 



































Primero. La aplicación del procedimiento regular en los procesos disciplinarios contra los 
Docentes de la UGEL 04, no se garantiza de manera eficiente, ya que los miembros de la 
Comisión Permanente de Procesos Disciplinarios no cumplen adecuadamente con los 
procedimientos esenciales y sustanciales previstos en la base normativa del Artículo 10 del 
TUO de la Ley del Procedimiento administrativo general, sin ello el procedimiento regular 
será nulo, por lo cual en muchos casos conllevó a la invalidez y posterior nulidad del acto 
administrativo que emitió la Unidad de Gestión Educativa Local. 
Segundo. El requisito de validez del acto administrativo en el Régimen disciplinario en la 
UGEL 04 no se garantiza de forma adecuada, ya que dichos requisitos son todo un conjunto de 
mecanismos necesarios para que un acto administrativo sea válido, la carencia de uno de ellos 
da origen a la invalidez y posterior nulidad del acto, por lo cual existen Docentes que han visto 
vulnerados sus derechos como administrados y han presentado recurso de apelación  ante el 
Tribunal servir quien es la última instancia administrativa y tiene competencia para 
pronunciarse sobre los procesos administrativos disciplinarios declarando la nulidad de la 
resoluciones emitida por la Unidad de Gestión Educativa Local N°04, por no haber observado 
adecuadamente los requisitos de validez del acto administrativo. 
Tercero. El debido procedimiento en la potestad sancionadora del Estado de la Unidad de 
Gestión Local N°04, no se aplica de manera eficaz ya que uno de los principios más 
importantes, como es el de la presunción de inocencia o licitud en la cual la Comisión 
Permanente de Procesos Disciplinarios al imponer su potestad sancionadora a los Docentes,  
deben consideraran pruebas idóneas  para comprobar debidamente la responsabilidad, deben 
observar y acopiar las pruebas suficientes que generen plena convicción, de lo contrario se 
estaría vulnerando este principio y de no comprobarse fehacientemente la comisión de una 































1.- Al Ministerio de Educación evalúe la posibilidad de implementar la Comisión Permanente 
de Procesos Administrativos Disciplinarios Para Docentes con más profesionales en derecho, 
con la finalidad que se lleven a cabo los procesos disciplinarios de manera eficiente 
observando los elementos esenciales del procedimiento regular y demás requisitos de validez 
del acto administrativo, de esa manera mejorar sustancialmente los procesos administrativos 
disciplinarios para Docentes para así evitar la vulneración sus derechos como administrados. 
2.- A la Comisión Permanente de Procesos Administrativos Disciplinarios para Docentes de la 
UGEL 04 evalué con mayor celo cada caso concreto aplicando todos los requisitos del acto 
administrativo al momento de imponer sanciones para no perjudicar el desempeño de los 
Docentes con los educandos, ya que al imponer una sanción de un mes o dos meses sin goce 
de remuneración perjudica de forma directa a estos.  
3.- A la Comisión Permanente de Procesos Administrativos Disciplinarios para Docentes 
capacitar a los maestros sobre los principios de la potestad sancionadora del estado, sus 
deberes, derechos y las sanciones que se les puede imponer a aquellos que las transgredan, 
incurriendo en alguna falta o infracción pasible de sanción administrativa con el fin de que 
tengan conocimiento principalmente de sus derechos como administrados, asimismo podrá 
ayudar a concientizar sustancialmente a que no incurran en algunas de las sanciones previstas 
en el Artículo 43 de la Ley de la Reforma Magisterial – Ley N 29944, disminuyendo la carga 
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ANEXO 1-MATRIZ DE CONSISTENCIA  
  
TÍTULO DEL TRABAJO 
DE INVESTIGACIÓN 
EL PROCEDIMIENTO REGULAR EN LOS PROCESOS 
DISCIPLINARIOS CONTRA DOCENTES EN LA UGEL 04. AÑO 2017 
PROBLEMA 
GENERAL 
¿De qué manera se garantiza la aplicación del procedimiento regular en 




¿Cómo se debe garantizar el requisito de validez del acto administrativo 
en el Régimen disciplinario en la UGEL 04 año 2017? 
PROBLEMA 
ESPECIFICO 2 
¿De qué manera se aplica el debido procedimiento en la potestad 




Analizar de qué manera se garantiza la aplicación del procedimiento 
regular en los procesos disciplinarios contra los docentes de la UGEL 04, 
durante el año 2017. 
OBJETIVO ESPECÍFICO 
1 
Describir cómo se garantiza el requisito de validez del acto administrativo 




Explicar cómo se debe garantizar el debido procedimiento en la potestad 
sancionadora del Estado en la UGEL 04 año 2017 
SUPUESTO 
GENERAL 
La aplicación del procedimiento regular en los procesos disciplinarios 




El requisito de validez del acto administrativo en el Régimen disciplinario 
en la UGEL 04, no se garantiza de forma adecuada 
SUPUESTO ESPECIFICO 
2 
El debido procedimiento en la potestad sancionadora del Estado en la 
UGEL 04, no se aplica de manera eficaz por lo que la entidad 
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administrativa debe observar y recopilar todos los medios que generen 





Cabe precisar que la muestra, en la presente investigación estará 
conformada de la siguiente manera:  
 4 Abogados miembros de la comisión permanente de procesos 
disciplinarios administrativos a Docentes
 3 Abogados miembros de la UGEL 04. 




Categoría 1: Procedimiento regular. 
Categoría 2: Procesos disciplinarios contra Docentes. 
EL PROCEDIMIENTO 
REGULAR 
Definición Conceptual Subcategorización 
Es un requisito esencial de validez del acto 
administrativo, en el cual se debe observar 
previamente al dictado y emisión del 
mismo que se cumpla con los 
procedimientos esenciales y sustanciales 
previstos en la base normativa del acto 
administrativo. 
-Requisito de validez. 





Es un conjunto de actos emitidos por la 
autoridad administrativa quien sancionará 
aquellas conductas de sus empleados que 
infrinjan deberes, responsabilidades o 
prohibiciones en el cumplimiento de sus 
labores. 







Entrevista, Análisis Documental. 



















INDICACIONES El presente instrumento pretende recopilar su opinión respecto al 
procedimiento regular y los procesos disciplinarios, se pide responder las siguientes preguntas 












1. ¿De qué manera cree Usted que el procedimiento regular se ha venido aplicando desde 










2. ¿Considera Usted que es importante la observancia del proceso regular al momento de 
imponer sanciones a los Docentes?    
El PROCEDIMIENTO REGULAR EN LOS PROCESOS DISCIPLINARIOS CONTRA LOS DOCENTES DE 
LA UGEL 04, AÑO 2017. 
Analizar de qué manera se garantiza la aplicación del procedimiento regular en los 










3. Según su experiencia ¿ Cree usted que en los procesos disciplinarios contra los 
docentes de la Ugel 04, se aplica el proceso regular establecido en el TUO de la Ley 











4. ¿Considera Usted que los procesos disciplinarios a los Docentes se aplica de forma 







5. ¿Considera Usted que en la Ugel 04 al aplicar el proceso regular se considera la 







6. ¿Considera Usted que se aplica de manera eficaz el objeto y contenido como requisito 
de validez de acuerdo al proceso regular al momento de imponer sanciones a los 
Docentes? 
Describir cómo se garantiza el requisito de validez del acto administrativo en el 













7. Según su experiencia ¿Considera Usted que se garantiza el debido proceso al aplicar la 






8. ¿Considera Usted que los procesos disciplinarios instaurados a los Docentes en la Ugel 







9. ¿Cree Usted que se garantiza el derecho a la defensa a los Docentes al momento de 
imponer sanciones en la Ugel 04 según lo tipificado en TUO de la Ley 27444 Ley del 







FIRMA Y SELLO DEL ENTREVISTADO 
Explicar cómo se debe garantizar el debido procedimiento en la potestad 















































































ANÁLISIS DE REVISTA”  
Revista de investigaciones constitucionales. El derecho constitucional al debido 
procedimiento administrativo en la ley del procedimiento administrativo general de la 
República del Perú. 
DESCRIPCIÓN DE LA 
FUENTE 
     IDENTIFICACIÓN DEL OBJETO DE        
ANÁLISIS 
Huapaya, R. (2014) Revista de 
investigaciones constitucionales. El 
derecho constitucional al debido 
procedimiento administrativo en la 
ley del procedimiento 
administrativo general de la 
República del Perú. Recuperado de: 
http://www.ninc.com.br/ 
Cabe indicar que el “procedimiento regular” implica 
un requisito esencial de validez del acto 
administrativo, que implica que con anterioridad al 
dictado y emisión del mismo se cumpla con los 
procedimientos esenciales y sustanciales previstos en 
la base normativa del acto administrativo. 
El derecho al procedimiento regular, implica que las 
peticiones de los ciudadanos sean enmarcadas dentro 
del procedimiento (y las formas previstas por ley) 
para su atención correspondiente, pues no habrá 
procedimiento regular, si es que no se permite al 
particular dentro del procedimiento, la posibilidad de 
ser oído, de ofrecer y producir prueba y de que se 
resuelvan sus peticiones de manera motivada y 
fundada en derecho. (p.148). 
 
RESUMEN: 
El procedimiento regular, como elemento del acto administrativo implica que las peticiones 
del ciudadano deben ser canalizadas por el procedimiento correspondiente, la inobservancia 
eficaz del procedimiento regular conllevará a la nulidad del acto que emita una entidad 
administrativa, por lo que se debe cumplir con los procedimientos esenciales y sustanciales 
previstos en la base normativa del acto administrativo, de lo contrario el procedimiento regular 
será nulo. 
GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
Objetivo Específico 1: Describir cómo se garantiza el requisito de validez del acto 
administrativo en el Régimen disciplinario en la UGEL 04 año 2017 
Objetivo General: Analizar de qué manera se garantiza la aplicación del procedimiento 





“ANÁLISIS DE RESOLUCIÓN”  
Resolución del Tribunal Servir N°00260-2017-SERVIR/TSC-Primera Sala 
DESCRIPCIÓN DE LA 
FUENTE 




Presidencia del Consejo de 
Ministros. Recuperado de: 
https://www.servir.gob.pe/tribunal-
sc/tribunal-del-servicio-civil/ 
De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3° de la Ley 
N°27744-Ley del Procedimiento Administrativo 
General, la validez de un acto administrativo se 
encuentra sujeta a que este haya sido emitido 
conforme al ordenamiento jurídico, es decir, 
cumpliendo los requisitos de validez: competencia; 
objeto o contenido y comprender las cuestiones 
surgidas de la motivación, finalidad pública, debida 
motivación y procedimiento regular (cumplimiento 
del procedimiento previsto para su generación). (p.5) 
 
La sala concluye que la Resolución Jefatorial de la 
UGEL 04 carece de uno de los requisitos de validez, 
lo que implica que debe ser declarada nula. (p.7). 
IMPUGNANTE Liliana María Milicic Orellana 
ENTIDAD Unidad de Gestión Educativa Local N°04 
MATERIA Suspensión sin goce de haber por treinta (30) días. 
 
“ANÁISISDE DE RESOLUCIÓN”  
Resolución del Tribunal Servir N°0026-2017-SERVIR/TSC-Segunda Sala. 
DESCRIPCIÓN DE LA 
FUENTE 




Presidencia del Consejo de 
Ministros. Recuperado de: 
https://www.servir.gob.pe/tribunal-
sc/tribunal-del-servicio-civil/ 
De la revisión de la Resolución Directorial que 
sancionó al impugnante, se aprecia que la misma no 
valoró adecuadamente los argumentos del 
impugnante señalados en los descargos, al no haber 
emitido pronunciamiento respecto a que se le estaba 
imputando una norma que no guardaba relación con 
los hechos; por lo que se vulneró el principio de la 
debida motivación  (p.10). 
IMPUGNANTE Olimpio Arbieto Vacas. 
ENTIDAD Unidad de Gestión Educativa Local N°04 
MATERIA 





Es importante la observancia obligatoria de los requisitos de validez del acto (competencia; 
objeto o contenido y comprender las cuestiones surgidas de la motivación, finalidad pública) 
de lo contrario será nulo el acto que haya emitido la entidad administrativa, a su vez se debe 
valorar adecuadamente los medios probatorios que presentan los administrados y utilizar la 
norma correspondiente a cada caso concreto. 




“ANÁISISDE DE RESOLUCIÓN”  
Resolución del Tribunal Servir N°00572-2017-SERVIR/TSC-Primera Sala 
DESCRIPCIÓN DE LA 
FUENTE 




Presidencia del Consejo de 
Ministros. Recuperado de: 
https://www.servir.gob.pe/tribunal-
sc/tribunal-del-servicio-civil/ 
Las manifestaciones de las madres de familia de los 
menores, las cuales fueron considerados por la 
UGEL N°04 como prueba idónea para sancionar a la 
impugnante, no existe otro medio probatorio, que 
acredite que efectivamente existió algún tipo de 
maltrato psicológico por parte de la impugnante hacia 
el menor. Debemos considerar que en los 
procedimientos disciplinarios-como en el que concita 
en el presente análisis la responsabilidad de los 
servidores debe estar debidamente comprobada a 
través de las pruebas idóneas cuya suma genere plena 
convicción al empleador, de lo contrario se estaría 
presumiendo la culpabilidad del servidor, cuando lo 
que se presume es su inocencia. 
IMPUGNANTE Virginia Gala Llauca. 
ENTIDAD Unidad de Gestión Educativa Local N°04 
MATERIA 





Objetivo Específico 2: Explicar cómo se debe garantizar el debido procedimiento en la 
potestad sancionadora del estado en la UGEL 04 año 2017 
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ANÁISIS JURISPRUDENCIAL”  
Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente  N°05104-2008-PA/TC 
DESCRIPCIÓN DE LA 
FUENTE 







Este Tribunal, en reiterada y uniforme jurisprudencia 
ha señalado que el derecho fundamental a la 
presunción de inocencia enunciado en el artículo 2°, 
numeral 24, literal f), de la Constitución, se proyecta 
también, a los procedimientos donde se aplica la 
potestad disciplinaria sancionatoria. Este derecho 
garantiza, pues, en el ámbito de un proceso la 
ausencia de toda sanción si no se ha probado 
fehacientemente la comisión de la infracción 
imputada. La potestad disciplinaria que detenta la 
entidad demandada no se puede aplicar sobre una 
presunción de culpabilidad, sino por el contrario, 
cuando se ha demostrado con pruebas idóneas la 
responsabilidad del imputado en la infracción 
atribuida. 
DEMANDANTE Sindicato Unificado de Trabajadores SPCC-ILO. 
DEMANDADO Southern Perú Cooper CorporationUnidad 
Operativa 110 
MATERIA Recurso De Agravio Constitucional 
 
RESUMEN: 
La presunción de inocencia deben invocarlo las entidades administrativas al momento de 
aplicar su potestad sancionadora a los administrados o servidores, para ello deben considerar 
pruebas sumamente idóneas  para comprobar debidamente la responsabilidad y no basarse sólo 
en algunas pruebas, sino que deben observar y recolectar las pruebas suficientes que creen 
plena convicción, de lo contrario se estaría vulnerando este principio, asimismo en los 
procedimientos administrativos sancionadores así como en cualquier otro proceso se debe 
garantizar la presunción de inocencia, de no comprobarse fehacientemente la comisión de una 
infracción no se puede corroborar la responsabilidad del servidor o administrado. 
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